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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 17  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-1603-2024
CARATULADO : MASCARE A/FISCO DE CHILE-MINISTERIOÑ  
DE VIVIENDA Y URBANISMO

Santiago,  veintiocho de marzo de dos mil veinticinco
VISTOS:
Con fecha 29 de enero de 2024, a trav s de presentaci n ingresadaé ó  

por  oficina  judicial  virtual,  comparece  don  Nicolas  rdenes  Meneses,Ó  
abogado, en representaci n de don  ó Fernando Ismael  Fuentes  Ram rezí , 
chileno,  casado,  pensionado,  c dula  de  identidad  N  7.062.539-3,é °  
domiciliado en Calle Victoria sitio N  2, maitenes Alto, Paradero N  6,° °  
Comuna de Limache;  don Samuel  Antillanca  Pustela,  chileno,  casado, 
jubilado, c dula de identidad N  5.552.653-2, domiciliado en Calle Berl né ° í  
N  2432, comuna de Osorno y don  º Juan Manuel  Mascare a  Castilloñ , 
chileno,  casado,  profesor,  c dula  nacional  de  identidad  N  5.460.631-1,é ª  
domiciliado en El Tamarugo N  657, comuna de Villa Alemana, quienesª  
interponen  demanda de  indemnizaci n  de  perjuicios  por  responsabilidadó  
extracontractual, en contra del Fisco de Chile, representado por don Juan 
Antonio Peribonio Poduje, abogado, ambos domiciliados en calle Agustinas 
N  1687, comuna de Santiago.°

Transcribe el relato con respecto al demandante don Fernando Ismael 
Fuentes Ram rez, se alando en lo medular:  í ñ En mi caso, la detenci n se“ ó  
produce  en  la  d cada  de  los  ochenta,  cuando  se  hab a  organizado  uné í  
aparato de represi n por parte de la Dictadura Militar para aplacar todoó  
intento  de  oposici n.  (...)  Mi  detenci n  se  produjo,  al  ser  objeto  deó ó  
b squeda por parte de agentes de la CNI. Estos estaban tras la captura deú  
dos compa eros que junto al suscrito arrendaban una vivienda ubicada enñ  
Avenida Valpara so N  580, en la ciudad de Quillota (...).í º

El  d a  19  de  enero,  alrededor  de  las  15  horas,  cuando  bajo  uní  
despliegue  inusitado  de  uniformados,  procedieron  a  intentar  allanar  la  
vivienda,  y  ante  la  resistencia  de  quienes  se  encontraban  en  el  lugar,  
procedieron  a  realizar  disparos  en  direcci n  de  la  casa  en  la  que  nosó  
encontr bamos.á

Producto de los disparos, fu  herido por diversos impactos de balaí  
proveniente de los tiros que realizaron agentes del estado al interior de la  
vivienda. Junto a m  tambi n fueron heridos y muertos Marcelo y Davidí é  
Mi o.ñ

En  sta  misma  oportunidad  fui  sometido  a  tortura,  pese  aé  
encontrarme gravemente  herido  y una vez que no consiguieron obtener  
informaci n, intentaron asesinarme en el mismo lugar (...). M s o menos aó á  
la  8 hora fui  trasladado al  hospital  Naval  de Valpara so con los  signosí  
vitales comprometidos; producto de los numerosos impactos de bala en mi  
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cuerpo. Una vez que me sacaron de la ambulancia en que fui trasladado  
desde Quillota con un m dico que me asisti  para sacarme de un infartoé ó  
que me ocurri  en el trayecto y que ste exigiese que se le firmara unó é  
documento en que constara que me hab a entregado vivo al hospital.í

Posteriormente en el Hospital Naval de Valpara so Almirante Nef; fuií  
sometido  a  tortura  d a  y  noche  e  intentaron  matarme  en  reiteradasí  
oportunidades,  de no mediar la  intervenci n de personal  sanitario de laó  
armada,  que  me  conectaba  a  los  sistemas  de  reanimaci n  cuando  losó  
agentes de la CNI abandonaban la sala donde me torturaban (...).

No me dejaban dormir, no me daban agua ni alimento alguno, me  
manten an despierto a golpes, me aplicaron el llamado suero de la verdad.í  
Cuando  ya  vieron  que  no  obten an  lo  que  quer an,  comenzaron  aí í  
ofrecerme  la  muerte  r pida  si  colaboraba;  cuando  nada  de  eso  resultá ó 
optaron por inducirme la muerte a trav s de una sobredosis de pentotalé  
s dico, lo que para su frustraci n no ocurri , ya al borde de la histeriaó ó ó  
Carlos Herrera Jim nez orden  a uno de sus subalternos que me ejecutaseé ó  
de un balazo, cuesti n que motiv  la intervenci n del director del hospitaló ó ó  
con quien entabl  una agria discusi n que culmin  cuando este ordenó ó ó ó  
impedir el ingreso de cualquier agente a la sala donde me encontraba, es  
decir un funcionario policial con bala pasada y orden de disparar si alg nú  
agente osaba ingresar, advirti ndoles que all  no matar an a nadie y que sié í í  
quer an hacerlo deber an sacarme del hospital y hacerlo en otro lugar (...).í í

Fui puesto en libertad en agosto de 1991, con arraigo nacional y con  
una  encargatoria  de  reo  por  un  supuesto  homicidio  y  privado  de  mis  
derechos  ciudadanos  de  por  vida.  Viv  y  vivo;  pero  con  la  amenazaí  
permanente de muerte hecha por Carlos Herrera Jim nez y sus agentes.é  
Viv  a os sin trabajo, a n hoy no puedo trabajar para organismos estatalesí ñ ú  
por sufrir condenas aleatorias de por vida. Mi n cleo cercano se destruy ,ú ó  
en la actualidad vivo solo (...) .”

Sigue el relato de don Samuel Antillanca Pustela,: (...) Producto del“  
abandono de mis estudios a ra z del golpe, y atendido que me hab a casadoí í  
en esa poca, comenc  a intentar buscar trabajo. Fue as  como comenc  aé é í é  
realizar  algunos  trabajos  espor dicos,  en  construcci n  y  cosas  que  meá ó  
permitieran traer dinero al hogar. El d a 14 de agosto de 1974, a casi uní  
a o de la  ocurrencia  del  golpe,  mientras  me desplazaba por la  ciudad,ñ  
rumbo a mi casa, alrededor de las 10:30 hora de la ma ana, una cuadrillañ  
de  Carabineros  de  improviso  se  baj  desde  el  veh culo  en  que  seó í  
desplazaban,  para  detenerme  en  plena  v a  p blica.  Se  trataba  deí ú  
Carabineros en servicio, dirigido por un oficial de apellido Fern ndez, quiená  
procedi  a realizar mi detenci n. Esto ocurr a en la calle Vicu a Mackennaó ó í ñ  
de Osorno.

Al momento de la detenci n, Carabineros por medio de la fuerza,ó  
ante mi oposici n a ser subido al carro policial y sin mediar intimaci n deó ó  
orden  o  autorizaci n  de  alg n  tribunal,  procedieron  a  detenerme  yó ú  
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golpe ndome  me  introdujeron  al  furg n  en  que  se  trasladaban  (...).á ó  
Finalmente me llevaron hasta las dependencias de la Primera comisaria de  
Carabineros en la ciudad de Osorno. Me ingresaron temprano, alrededor  
de medio d a, debiendo permanecer en el lugar detenido por cerca de 8í  
horas (...).  No obstante,  los Carabineros  que realizaron el  procedimiento  
estaban muy ofuscados, por lo que me trataron mal, ante mi negativa a  
decir algo, me trataron muy mal, siempre propin ndome golpes de pies yá  
pu os, o con sus armas. Parte de las secuelas f sicas que mantengo, (herniañ í  
y p rdida de piezas dentales) se provocaron por parte de Carabineros queé  
perseveraban en causarme da o, golpe ndome reiteradamente (...).ñ á

Hab a un oficial de servicio, quien al final me sac  del lugar, paraí ó  
llevarme al regimiento de la ciudad. Me subi  en un auto, amarrado y meó  
llev  al regimiento, se al ndome, aqu  te pegaran, pero por lo menos no teó ñ á í  
mataran. Me llev  en un veh culo policial, cuando comenzaba a oscurecer,ó í  
como  a  las  18  horas,  siendo  conducido  hasta  las  dependencias  del  
Regimiento Arauco de la comuna de Osorno (...).

Lamentablemente para mi destino, no ten a noticias que entregar, porí  
lo que fui innecesariamente sometido a interrogatorios y golpizas, sin tener  
nada que revelar. Sin embargo, eso no import , e igualmente fui sometido aó  
interrogatorios  y  las  aplicaciones  de  tormentos  para  efectos  de  obtener  
respuestas  a  supuestos  planes  y  de la  resistencia  de los  miembros  de la  
Unidad Popular (...).

En investigaciones despu s de tres o cuatro d as, fue trasladado hastaé í  
la  c rcel  p blica  de  Osorno,  donde  terminar a  estando  detenido  hastaá ú í  
obtener mi libertad.

Por todos los centros de detenciones que deb  pasar, principalmenteí  
en manos de militares e investigaciones, fue donde fui sometido a tratos  
inhumanos,  golpizas  y  torturas  con  el  objeto  que  declarara  sobre  mi  
supuesta participaci n en el r gimen derrocado. Sin embargo, ignorando mió é  
inocencia,  finalmente deb  permanecer  por m s de un mes detenido ení á  
diversos  centros  de detenci n y finalizar en la c rcel,  donde igualmenteó á  
deb amos sufrir el mismo tratamiento, siendo desde all  llevados hasta laí í  
fiscal a, y viviendo id nticos tratos degradantes. Finalmente fui liberado noí é  
recuerdo bien la fecha, pero fue despu s de septiembre (...).é

Quede bajo r gimen de firma mientras se desarrollaba el proceso ené  
mi  contra,  una especie  de  consejo  de  guerra,  el  que  definitivamente  se  
efectu  en el Regimiento Arauco de Osorno en el a o 1975. Fui condenadoó ñ  
a pena de extra amiento y firma primeramente semanal luego, quincenal,ñ  
para terminar, firmando una vez al mes. Recuerdo que se interpuso un  
recurso por parte del abogado que me defend a y quedo sin efecto la penaí  
de extra amiento, debiendo firmar de forma mensual hasta el a o 1978 (...).ñ ñ

Todas mis oportunidades truncadas injustamente por la voluntad de  
agentes  del  estado que procedieron a  someterme a una prisi n  ilegal  yó  
torturas  que  nunca  podr  olvidar,  los  que  terminar an  afectando  poré í  
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siempre  mi  vida  y  las  justas  expectativas  que  ten a  producto  de  mií  
particular historia (...) .”

Finalmente transcribe el relato sobre los hechos vividos por don Juan 
Manuel Mascare a Castillo, expone: ñ (...) Fue justamente cuando regresaba“  
de una reuni n en Santiago, en el Ministerio de Educaci n el 22 octubre deó ó  
1974, cuando en el Liceo Nocturno N 2 de cerro Playa Ancha, Valpara so,° í  
entre las 20:00 y 22 hrs, me detuvieron efectivos de la Armada de Chile,  
siendo  trasladado  en  una  camioneta  sin  identificaci n  al  Cuartel  Silvaó  
Palma, de la misma instituci n, acusado de Asociaci n Il cita y porte deó ó í  
arma, lo que no era real. El recinto se alado y en el cual fui detenido eñ  
incomunicado, fue utilizado especialmente para la detenci n, aplicaci n deó ó  
tormentos,  y  eliminaci n de  diversas  personas  consideradas  opositores  aló  
gobierno  militar.  Quienes  pasamos  por  el  centro  de  torturas,  debimos  
soportar  personalmente  o  bien  saber  que  en  ese  lugar  se  aplicaban  las  
mayores atrocidades a los prisioneros. Todos quienes permanecimos en este  
lugar, fuimos no solo privado de nuestra libertad, sino cual m s cual menos,á  
todos  sometidos  a  torturas,  que  iban  desde  golpizas  hasta  vejaciones  
innombrables. En el cuartel Silva Palma, fui conducido hasta un calabozo  
en el cual fui encerrado como lugar de mi primera detenci n y privaci n deó ó  
libertad en mi vida. Mi detenci n ocurri  sin que existiera orden alguna deó ó  
autoridad competente,  sin  que  se  me exhibiera  documento  alguno  para  
realizar el procedimiento (...). A los insultos siguieron los golpes y los tratos  
vejatorios.  El lugar en que me encerraron era min sculo, donde apenasú  
entraba un catre de campa a para poder descansar (...).ñ

Debimos permanecer alrededor de tres semanas en esas condiciones  
en la c rcel de Valpara so. Abandone la c rcel el d a 15 de noviembre delá í á í  
a o 1974, siendo liberado en esa oportunidad en compa a del colega delñ ñí  
colegio  Pedro  Herrera  Vargas.  En  mi  caso,  permanec  sometido  a  uní  
supuesto proceso ante la Fiscal a Naval de Valpara so, sin saber motivo oí í  
raz n, pues carec an de antecedentes en mi contra. Por eso fue que meó í  
ofrecieron la libertad, previo pago de una fianza, que r pidamente acced  aá í  
pagar, solicitando los recursos a mi mujer, que en ese momento realizaba  
las  gestiones  para  obtener  mi  libertad.  Una  vez  pagada  la  fianza,  y  
recuperada mi libertad, deb  permanecer firmando ante la Fiscal a Naval ení í  
Valpara so, todos los d as s bados, permaneciendo firmando por alrededorí í á  
de un a o (...).ñ

Parte de estos hechos, han resultado en da o en mis condiciones deñ  
vida, debiendo sufrir episodios de temor, pesadillas, eventos recordatorios  
que provocan problemas personales y familiares (...) .”

Bajo el t tulo El Derecho , se alan que los antecedentes expuestosí “ ” ñ  
forman  parte  del  cat logo  de  cr menes  reconocidos  por  el  derechoá í  
internacional como delitos de lesa humanidad, categor a de cr menes taní í  
graves que hicieron surgir un complejo normativo especial en el Derecho 
Internacional,  siendo  diversos  y  variados  los  tratados  internacionales  y 
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convenciones que proh ben y sancionan estas terribles pr cticas, como son:í á  
Convenci n contra el Genocidio (1948); Convenios de Ginebra (1949). Paraó  
mejorar la suerte de los heridos y enfermos de los ej rcitos en campa a, ené ñ  
referencia a heridos y enfermos de las fuerzas armadas en campa a, heridos,ñ  
enfermos y n ufragos en el mar y prisioneros de guerra y protecci n deá ó  
civiles incluso en los territorios ocupados. La Convenci n de Salvaguardiaó  
de  los  Derechos  del  Hombre  y  de  las  Libertades  Fundamentales  o 
Convenci n Europea (1950); el Pacto Internacional de Derechos Civiles yó  
Pol ticos (1966), suscrito por Chile y publicado en el Diario Oficial el 9 deí  
abril de 1989; La Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de los Cr menesó í  
de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidad (1968); La Convenci ní ó  
Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San Jos  de Costa Ricaé  
(1969), suscrito por Chile y publicado en el Diario Oficial el 21 de agosto de 
1990  (dicho  tratado  crea  la  Comisi n  y  la  Corte  Interamericana  deó  
Derechos Humanos). Todo el contenido de la Convenci n contra la Torturaó  
y otros Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes de Naciones Unidas. La 
Convenci n Interamericana para prevenir y sancionar la tortura.ó

De ello es importante destacar que los art culos 3, 5, 9, 11, 13 y 30í  
de La Declaraci n Universal de Derechos Humanos, protegen la vida, laó  
libertad del individuo y castiga los apremios ileg timos, adem s se refiere alí á  
rol del Estado de garantizar y respetar los Derechos Fundamentales de las 
personas.

Por su parte, el Convenio Primero de Ginebra Se ala en sus art culosñ í  
1, 3, 13, 17, 49 y 50, extensamente aspectos relevantes sobre las torturas y 
el  rol  que  debe  tener  el  Estado  y  el  Convenio  Tercero,  se  refieren 
ampliamente a los prisioneros de guerra, en sus art culos 12, 13, 14, 17 yí  
22. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, en su art culo 6,í í  
7 y 9, se refieren al derecho a la vida y la libertad del individuo y tambi né  
al  debido  proceso.  Adem s,  la  Convenci n  Americana  sobre  Derechosá ó  
Humanos, denominada Pacto de San Jos  de Costa Rica, en sus art culos 4,é í  
5 y 7, defiende el derecho a la vida a la integridad y a la libertad.

Se ala  que  los  hechos  acaecidos  a  los  demandantes  constituyenñ  
cr menes  de  lesa  humanidad  cometido  por  agentes  del  Estado,  que  elí  
derecho interno como el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
obliga a reparar,  siendo el propio Estado responsable por las violaciones 
cometidas en forma directa por sus agentes, o bien dicha responsabilidad 
emanar  de  las  omisiones  por  el  actuar  de  los  particulares  que  afectená  
dichos derechos.

Esgrime que de tal forma la obligaci n de reparar el da o causadoó ñ  
constituye como el principio b sico, el cual significa la necesidad de otorgará  
a quienes han sido v ctima de este tipo de violaciones de una reparaci ní ó  
suficiente y adecuada. 

Agrega  que la  obligaci n  internacional  de  los  Estados  en caso deó  
il citos  internacionales  constituye  un  principio  b sico  del  derechoí á  
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internacional de los Derechos Humanos al que las naciones se someten. As ,í  
la  convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos  (CADH)  establece  eló  
mismo principio en el art culo 63.1 al se alar que, cuando decida que huboí ñ  
violaci n de un derecho o libertad protegidos en esa Convenci n, la Corteó ó  
dispondr  que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertadá  
conculcados. Dispondr , asimismo, si ello fuera procedente, que se reparená  
las  consecuencias  de  la  medida  o  situaci n  que  ha  configurado  laó  
vulneraci n de esos derechos y el pago de una justa indemnizaci n a laó ó  
parte  lesionada.  Esta  norma  se  constituye  en  norma  fundamental  del 
derecho internacional contempor neo respecto a la responsabilidad de losá  
Estados  por  violaciones  a  derechos  humanos  consagrados  por  dicha 
convenci n. Cuando se viola la norma nace el deber de reparaci n, la queó ó  
consiste  en  la  plena  restituci n  ó in  integrum,  el  restablecimiento  de  la 
situaci n anterior y la  reparaci n de las consecuencias  que la infracci nó ó ó  
produjo, como el pago de una indemnizaci n como compensaci n de losó ó  
da os patrimoniales y extramatrimoniales, como ocurre con el da o moral yñ ñ  
dentro del mismo el cambio de la circunstancias de vida sufrido por cada 
una de las v ctimas de violaciones de derechos humanos que comparecen ení  
autos. 

Tras citar el art culo 14 de la Convenci n contra La Tortura y Otrosí ó  
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y las opiniones emitidas 
por el Comit  Contra la Tortura de Naciones Unidas en sus observacionesé  
generales N  3 de fecha 13 de diciembre de 2012, refiere que en el derecho°  
interno,  la  Constituci n Pol tica de la  Rep blica en sus  art culos  6 y 7ó í ú í  
contempla  las  limitaciones  y  responsabilidad  de  los  rganos  de  laó  
administraci n  del  Estado;  mientras  que  el  art culo  38  inciso  segundoó í  
consagra  una  verdadera  acci n  constitucional  para  hacer  efectiva  laó  
responsabilidad de los rganos del Estado. Ó

Agrega que uno de los  principios  fundamentales  de un Estado de 
Derecho es el de responsabilidad, materializado en que cualquier persona 
que sea lesionada por otro, ya sea en su persona f sica o moral, o en susí  
bienes o derechos,  tiene el  leg timo derecho a que se le repare el  da oí ñ  
ocasionado,  generando  para  el  responsable  la  obligaci n  de  indemnizar.ó  
Esta reparaci n busca dejar a los afectados indemnes, en el estado en que seó  
encontraban antes de ser v ctimas del hecho da oso, subsanando o, de noí ñ  
ser posible, compensando todos y cada uno de los perjuicios ocasionados. 
Cita jurisprudencia en apoyo de sus argumentaciones.

Sostiene que la responsabilidad del Estado, que obliga a indemnizar 
los perjuicios, es una acci n directa y objetiva, por no considerar la actitudó  
o intencionalidad del sujeto que causa el da o, sino que este sea ocasionadoñ  
por una persona que ejerza una funci n p blica y en el ejercicio de susó ú  
funciones,  sin  perjuicio  de  los  efectos  internos  que  la  situaci n  ilegal  oó  
arbitraria cause entre el funcionario y la administraci n. ó
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A  continuaci n,  refiere  que  los  principios  de  juridicidad  yó  

responsabilidad  tambi n  se  encuentran  recogidos  en  la  Ley  N  18.575é °  
Org nica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administraci n  delá ó  
Estado, destacando que esta norma como nuestra Constituci n Pol tica de laó í  
Rep blica sit an al Estado al servicio de la persona humana y reconoceú ú  
como  l mite  del  ejercicio  de  la  soberan a  el  respeto  de  los  derechosí í  
esenciales que emanan de la naturaleza humana, derechos fundamentales 
anteriores y superiores al Estado mismo.  

Sostiene que el Estado de Chile ha ido adquiriendo progresivamente 
una serie de obligaciones que responden a la obligaci n general de respetoó  
de  los  Derechos  Humanos  por  parte  de  los  estados;  de  ah  que  la“ í  
responsabilidad del estado por violaci n a los Derechos Humanos surge conó  
car cter  objetivo,  toda  vez  que  el  il cito  por  violaci n  a  los  Derechosá í ó  
Fundamentales  se  produce  en  el  momento  en  que  el  Estado  act a  enú  
violaci n de una norma obligatoria, sin necesidad de que exista falta o culpaó  
por  parte  del  agente  (Aguiar  Aranguren,  Asdr bal,  La  responsabilidad” ú  
internacional  del  estado  por  violaci n  a  los  Derecho  Humanos,  Revistaó  
instituto Latinoamericano de Derecho Humanos, Vol. 17, 1993, p g. 25),á  
por tanto, la responsabilidad es objetiva y nace en el momento en que el 
estado  con  su  actuar  infringe  los  l mites  que  le  se alan  los  Derechosí ñ  
Humanos.

Cita  parcialmente  la  sentencia  dictada  por  la  Iltma.  Corte  de 
Apelaciones de Santiago en la causa Rol 11.235-2016.

Resalta que cada uno de los demandantes han sido reconocidas como 
v ctimas  por  el  propio  Estado por  medio  del   Informe de la  Comisi ní ó  
Nacional de Verdad y Reconciliaci n, donde se expone la forma sistem ticaó á  
como se produjeron las violaciones de derechos humanos de las v ctimasí  
que all  se indican; y en funci n de ese reconocimiento la demandada haí ó  
asumido  la  responsabilidad  respecto  de  cada  uno  de  los  actores  al  ser 
incorporados a los registros de v ctimas, lo que supone asumir que ellos noí  
s lo han sufrido la violaci n de un derecho interno, sino que la violaci n aó ó ó  
sus  derechos  humanos,  como  crimen  contra  la  humanidad,  pues  la 
encarcelaci n u otras privaciones graves de la libertad f sica en violaci n aó í ó  
normas  fundamentales  de  derecho  internacional,  la  tortura  como  la 
persecuci n de un grupo o colectividad con identidad propia fundada enó  
motivos pol ticos, racionales tnicos, culturales, religiosos de g nero comoí é é  
otros motivos reconocidos como inaceptables, constituyen un crimen de lesa 
humanidad, todos hechos vividos por sus mandantes. 

A continuaci n, se refiere a la imprescriptibilidad de los delitos de lesaó  
humanidad,  lo  que  trae consigo no s lo  la  imposibilidad de declarar  laó  
prescripci n de la acci n penal, sino que adem s la posibilidad de ejercer laó ó á  
acci n  civil  indemnizatoria  derivada  de  los  delitos  contra  los  derechosó  
humanos. Enfatiza que tanto la acci n civil como la penal tienen su origenó  
en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y que no existe 

Código: FPKKXTUZQSQ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-1603-2024
 

Foja: 1
motivo  alguno para  que dos  acciones  que  tienen  el  mismo origen  y  la 
misma  grav sima  raz n  de  existencia  tengan  distinto  trato  frente  a  laí ó  
instituci n de la prescripci n; a adiendo que la pretensi n indemnizatoriaó ó ñ ó  
alegada  no  nace  de  un  incumplimiento  contractual  o  extracontractual 
com n, nace por una vulneraci n grave de Derechos Fundamentales porú ó  
parte  del  quien  tiene  una  obligaci n  especial  de  garant a,  por  lo  queó í  
estamos  frente  a  normas  de  car cter  de  Derecho  Internacional  de  losá  
Derechos Humanos, en particular los art culos 1.1 y 63.1 de la Convenci ní ó  
Americana de los Derechos Humanos, normas que deben cumplirse con 
primac a por sobre las del derecho interno civil, considerando el car cterí á  
preminentemente  patrimonial  de  dicha  rama  del  derecho  interno.  Cita 
jurisprudencia y doctrina en apoyo de sus argumentos. 

En  cuanto  al  da o,  menciona  que  m s  all  de  las  clasificacionesñ á á  
cl sicas, hay que detenerse en el da o inmaterial causado, los mecanismosá ñ  
de  restituci n  y  su  compatibilidad  con  otros  compromisos  adquiridosó  
internacionalmente por el Estado de Chile con el fin de mejorar la calidad 
de vida de las v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos. En esteí  
sentido se ala- las violaciones a los derechos fundamentales sufridos por los– ñ  
actores  generaron  un  grave,  imborrable,  insufrible,  perdurable  y  severo 
da o, considerando que todos ellos fueron privados de su libertad, de lañ  
compa a  y  cuidados  de  sus  familias,  les  infringieron  dolores  y  miedosñí  
insuperables,  por  medio  diversos  mecanismos  de  tortura,  les  generaron 
recuerdos  comunes  de  terror  y  horror,  que  hasta  el  d a  de  hoy  lesí  
acongojan,  tanto  a  ellos  como  a  sus  familias,  generando  problemas 
psicosociales vinculares entre los miembros de las familias divididas por los 
agentes del Estado.

As , para que surja el derecho de cualquier persona de reclamar anteí  
tribunales de justicia con el fin de que nazca una obligaci n del Estado deó  
resarcir  o  indemnizar  el  da o  causado  por  sus  agentes  se  requiere  lañ  
concurrencia  de  los  siguientes  requisitos:  a)  que  la  persona  titular  del 
derecho haya sufrido un da o o lesi n a alguno de sus derechos, b) que lañ ó  
lesi n al derecho se haya producido por la administraci n del estado, de susó ó  
rganos o sus agentes y c) que los rganos en cuesti n, hayan actuado en eló ó ó  

ejercicio de sus funciones. Todos los requisitos se cumplen en el caso de 
autos.

Expresa que, en relaci n al resarcimiento del da o, especialmente deló ñ  
de  car cter  moral,  la  jurisprudencia  est  conteste  en  que,  si  bien  esá á  
imposible poder restituir ntegramente el da o causado, es deber del estadoí ñ  
reparar  en  mecanismos  efectivos  que  permitan  hacer  m s  soportable  elá  
da o, haciendo un real y efectivo sacrificio que permita condiciones queñ  
hagan llevadera la vida de quienes lo sufrieron.

Finalmente, en cuanto a la compatibilidad de la indemnizaci n deló  
da o moral  con los  beneficios  comprometidos  internacionalmente  por  elñ  
Estado, no existe limitante para hacer efectiva la responsabilidad del mismo, 
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que alguien reciba beneficios de los que se le han otorgado voluntariamente 
a las v ctimas de la Dictadura, para lo que igualmente cita jurisprudencia.  í

A ade que el da o moral sufrido por las v ctimas, definido por lañ ñ í  
Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos,  en  la  sentencia  del  Caso 
Trujillo Oroza Vs. Bolivia, de 27 de febrero de 2020, como (el que)“ … 
comprenden tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las v ctimasí  
directas y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para 
las personas, as  como las alteraciones, de car cter no pecuniario, en lasí á  
condiciones de existencia de la v ctima o su familia , en el caso de autosí ”  
puede asociarse al padecimiento, el miedo, el sufrimiento, la ansiedad, la 
humillaci n, la degradaci n, la inseguridad, la frustraci n, la impotencia y laó ó ó  
inculcaci n de sentimientos de inferioridad, sea ello experimentado por laó  
v ctima y/o sus familiares. Adem s de lo anterior, en el marco de la justiciaí á  
de Derechos Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
incorporado como elemento relevante para el resarcimiento ntegro del da oí ñ  
provocado el concepto de Da o al proyecto de vida , que apunta a un“ ñ ”  
aspecto m s bien ontol gico del desarrollo de la persona, en relaci n a laá ó ó  
b squeda del cumplimiento de sus aspiraciones m s profundas, en directaú á  
relaci n con sus aptitudes y potencialidades. Sobre este punto el profesoró  
peruano don Carlos Fern ndez Sessarego, se ala que: El da o al proyectoá ñ “ ñ  
de  vida  afecta  a  la  libertad  de  la  persona,  que  consciente  o 
inconscientemente ha elegido una manera de vivir, que le da sentido a su 
vida y que responde a su propia vocaci n; es un da o que trastoca o frustraó ñ  
el proyecto de vida que libremente formula cada persona, y que impide 
cumplir con su propio proyecto existencial y ser ella misma ; se trata de un“ ”  
da o que marca el futuro del sujeto y que, aunque no sea actual, no porñ  
ello deja de ser cierto . (FERN NDEZ SESSAREGO, Carlos, Protecci n” Á ó  
Judicial  de  la  Persona,  Universidad  de  Lima/  Facultad  de  Derecho  y 
Ciencias Pol ticas, Lima, 1992).í

En conclusi n,  el  da o al  proyecto de vida puede ser consideradoó ñ  
como una modalidad al da o en la persona, pues la noci n de da o moral,ñ ó ñ  
nica forma de recoger este tipo de da o en nuestra legislaci n supone unaú ñ ó  

visi n restringida, como consecuencia del da o, (el dolor), por lo que noó ñ  
existe  impedimento  para buscar una mirada m s gen rica,  donde el  será é  
humano puede padecer dolor o sufrimiento por otro tipo de lesiones en su 
personalidad, cuesti n que debe ser considerada para fijar el quantum de laó  
indemnizaci n solicitada, toda vez que tambi n es posible padecer dolor oó é  
sufrimiento por la alteraci n de este proyecto de vida, el cual por los hechosó  
expuestos resultan imposible volver a recuperar.

Indica que en todos los demandantes hay diversas manifestaciones del 
da o causado, entre otras: dolor, angustia, disgregaci n familiar, depresi n,ñ ó ó  
sensaci n  de  terror,  desarraigo,  rabia,  impotencia,  sensaci n  deó ó  
vulnerabilidad,  etc.  Todo lo  anterior  debido a  las  vivencias  crueles  que 
sufrieron. Aludiendo a Alessandri, se ala que el car cter indemnizable delñ á  
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da o moral no cumple s lo una funci n reparatoria, ya que da os como losñ ó ó ñ  
descritos  en  esta  causa  son  invaluables  y  evidentemente  no  pueden  ser 
reparables, sino compensables, pues la indemnizaci n del da o moral debeó ñ  
perseguir de nuevo hacer la vida m s liviana a qui n ha soportado una duraá é  
carga.

En cuanto a la prueba del da o moral, sostiene que tanto la doctrinañ  
como  la  jurisprudencia  mayoritaria  est n  contestes  en  que  no  requiereá  
prueba, sino que basta que la v ctima acredite la lesi n de un bien personalí ó  
para que se infiera el da o, porque es evidente que una persona sometida añ  
torturas,  agresiones  y  vej menes  experimente  dolores  corporales  y  uná  
profundo sufrimiento.

Previas  citas  legales,  piden  tener  por  interpuesta  la  demanda  de 
indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco de Chile, y en definitivaó  
declarar el derecho de los demandantes a ser indemnizados por los actos 
il citos  descritos,  y  condenar  al  demandado  a  pagar  la  suma  total  deí  
$450.000.000.-  en  raz n  de  $150.000.000.-  para  cada  uno  de  losó  
demandantes, o la cifra que fije el Tribunal en justicia. 

Con fecha 5 de marzo de 2024, seg n estampado receptorial de folioú  
7, consta haberse notificado personalmente la demanda.  

Con fecha 26 de marzo de 2024 a folio 8, a trav s de presentaci né ó  
ingresada  por  OJV  comparece  don  Marcelo  Eduardo  Chand a  Pe a,í ñ  
Abogado Procurador Fiscal de Santiago del Consejo de Defensa del Estado, 
por el Fisco de Chile, quien contest  la demanda solicitando su rechazo.ó

Tras  efectuar  un  resumen  de  la  demanda,  opone  excepci n  deó  
reparaci n integral, improcedencia de la indemnizaci n alegada por haberó ó  
sido  ya  indemnizados  los  demandantes.  Indica  que  no  resulta  posible 
comprender el r gimen jur dico de las reparaciones por infracciones a losé í  
Derechos Humanos sino se posicionan correctamente estas indemnizaciones 
en el panorama jur dico nacional e internacional. í

En  efecto,  contin a,  dicha  comprensi n  s lo  puede  efectuarse  alú ó ó  
interior -y desde- lo que ya es com n considerar, el mbito de la llamadaú á  
Justicia  Transicional.  S lo  desde  esa  ptica  puede  mirarse  en  mejoresó ó  
condiciones los valores e intereses en juego en esta disputa indemnizatoria. 

Agrega que el denominado dilema "justicia versus paz" es, sin lugar a 
dudas, uno de los pilares sobre los cuales descansa el edificio de aquella 
justicia transicional. Argumentos en favor de amnist as generales que portení  
la necesaria tranquilidad a un pa s, deben lidiar con la imperiosa necesidadí  
de que una sociedad se mire a s  misma y reconozca los errores del pasadoí  
para as  pronunciar aquel imperioso "nunca m s". En esta perspectiva, lasí á  
transiciones son, y han sido siempre, medidas de s ntesis mediante las cualesí  
determinadas  sociedades,  en  espec ficos  momentos  hist ricos,  definen  lasí ó  
proporciones  de  sacrificio  de  los  bienes  en  juego  al  interior  de  aquel 
profundo dilema. Por otro lado, manifiesta que no debe olvidarse que desde 
la perspectiva de las v ctimas, la reparaci n de los da os sufridos juega uní ó ñ  
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rol  protag nico  en el  reconocimiento  de  aquella  medida de justicia  poró  
tantos  a os  buscada.  Mal  que  mal  el  xito  de  los  procesos  penales  señ é  
concentra s lo en el castigo a los culpables no preocup ndose del bienestaró á  
de las  v ctimas.  En este sentido,  las  negociaciones entre  el  Estado y lasí  
v ctimas revelan que tras toda reparaci n existe una compleja decisi n deí ó ó  
mover recursos econ micos p blicos,  desde la  satisfacci n de un tipo deó ú ó  
necesidades p blicas, a la satisfacci n de otras radicadas en grupos humanosú ó  
m s espec ficos. Este concurso de intereses o medida de s ntesis se exhibeá í í  
normalmente en la diversidad de contenidos que las comisiones de verdad o 
reconciliaci n proponen como programas de reparaci n. ó ó

Se ala  que  estos  programas,  en  efecto,  incluyen  beneficiosñ  
educacionales, de salud, gestos simb licos u otras medidas an logas diversasó á  
a la simple entrega de una cantidad de dinero. En este sentido, no es un 
secreto que las  transiciones  han estado,  en todos los  pa ses  que las  haní  
llevado a cabo, basadas en complejas negociaciones. Basta para ello revisar 
someramente las discusiones originadas en la aprobaci n de nuestra ley Nó º 
19.123 para darse cuenta del c mulo de sensibilidades e intereses en juegoú  
en ellas. Asevera que no debe extra ar que muchas de esas negociacionesñ  
privilegien a algunos grupos en desmedro de otros cuyos intereses se estiman 
m s lejanos, se compensen algunos da os y se excluyan otros o se fijená ñ  
legalmente,  luego  de  un  consenso  p blico,  montos,  medios  de  pago  oú  
medidas de da o. ñ

Seguidamente,  expone sobre la  complejidad reparatoria.  Citando a 
Lira  se ala  que  los  objetivos  a  los  cuales  se  aboc  preferentemente  elñ ó  
gobierno de don Patricio Aylwin en lo que respecta a la justicia transicional 
fueron  "(a)  el  establecimiento  de  la  verdad  en  lo  que  respecta  a  las 
violaciones  a  los  derechos  humanos  cometidas  en  la  dictadura;  (b)  la 
provisi n de reparaciones para los afectados: y (c) el favorecimiento de lasó  
condiciones sociales, legales y pol ticas que prevean que aquellas violacionesí  
puedan volver a producirse".

En lo relacionado con aquel segundo objetivo, la llamada Comisi nó  
Verdad  y  Reconciliaci n,  o  tambi n  llamada  Comisi n  Rettig,  en  suó é ó  
Informe Final propuso una serie de "propuestas de reparaci n" entre lasó  
cuales se encontraba una "pensi n nica de reparaci n para los familiaresó ú ó  
directos  de las v ctimas" y algunas prestaciones de salud. Dicho informeí  
sirvi  de causa y justificaci n al proyecto de ley que el Presidente de 1aó ó  
Rep blica envi  al Congreso y que luego derivar a en la Ley 19.123, queú ó í  
cre  la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n. El mensajeó ó ó ó  
de dicho proyecto de ley fue claro al expresar que por l se buscaba, ené  
t rminos generales, "reparar precisamente el da o moral y patrimonial queé ñ  
ha afectado a los familiares directos de las v ctimas . í ”

Refiere que en lo relativo a la forma en que se entendi  la idea deó  
reparaci n, el ejecutivo, siguiendo aquel informe, entendi  por reparaci nó ó ó  
un conjunto de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad“  
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que le cabe al estado en los hechos y circunstancias que son materia de 
dicho informe . A dicha reparaci n ha de ser convocada y concurrir toda la” ó  
sociedad chilena en un proceso orientado al reconocimiento de los hechos“  
conforme  a  la  verdad,  a  la  dignificaci n  moral  de  las  v ctimas  y  a  laó í  
consecuci n  de  una  mejor  calidad  de  vida  para  las  familias  m só á  
directamente  afectadas .  Compensaci n  de  da os  morales  y  mejora” ó ñ  
patrimonial, son dos claros objetivos de estas normas reparatorias. 

A ade que, de esta forma, en la discusi n de la Ley N  19.123 elñ ó °  
objetivo indemnizatorio de este grupo de normas quedar a bastante claro.í  
En diversas oportunidades, por ejemplo, se hizo referencia a la reparaci nó  
moral y patrimonial buscada por el proyecto. La noci n de reparaci n poró ó  
el  dolor  de  las  vidas  perdidas  es  encontrada  tambi n  en  otras  tantasé  
ocasiones. Tambi n est  presente en la discusi n la idea de que el proyectoé á ó  
buscaba  constituir  una  iniciativa  legal  de  indemnizaci n  y  reparaci n.ó ó  
Incluso se hace expresa referencia a que las sumas de dinero acordadas son 
para hacer  frente  la  responsabilidad extracontractual  del  Estado.  As  lasí  
cosas,  esta idea reparatoria se plasm  de manera bastante  clara  cuandoó  
dentro  de  las  funciones  de  la  Comisi n  se  indic  que  le  corresponderó ó á 
especialmente a ella promover la reparaci n del da o moral de las v ctimasó ñ í  
a que se refiere el art culo 18. Asumida esta idea reparatoria, se ala, la Leyí ñ  
N 19.123  y  otras  normas  jur dicas  conexas  han  establecido  los  diversos° í  
mecanismos  mediante  los  cuales  se  ha  concretado  esta  compensaci nó  
exhibiendo aquella s ntesis que explica c mo nuestro pa s ha afrontado esteí ó í  
complejo proceso de justicia transicional.

 En este sentido, indica que la reparaci n a las v ctimas de violacionesó í  
a los derechos humanos se ha realizado principalmente a trav s de tres tiposé  
de  compensaciones,  a  saber:  a)  Reparaciones  mediante  transferencias 
directas  de  dinero;  b)  Reparaciones  mediante  la  asignaci n  de  derechosó  
sobre prestaciones estatales espec ficas; y c) Reparaciones simb licas. í ó

Mediante estos tres tipos de reparaciones se ha concretado el objeto 
de nuestro particular proceso de justicia transicional, que en lo que a este 
punto  respecta,  busca  no  otra  cosa  que  la  precisa  reparaci n  moral  yó  
patrimonial de las v ctimas. Un an lisis de estas compensaciones permitirí á á 
verificar el mbito compensatorio que ellas han cubierto. á

Bajo  el  subt tulo  Reparaci n  mediante  transferencias  directas  deí “ ó  
dinero , afirma que diversas han sido las leyes que han establecido este tipo”  
de reparaciones.

Destaca que en la discusi n legislativa de estas normas se enfrentaronó  
principalmente  dos  posiciones.  Por  un  lado,  algunos  sosten an  que  laí  
reparaci n que se iba a entregar deb a hacerse a trav s de una suma nicaó í é ú  
de dinero, mientras otros, abogaban por la entrega de una pensi n vitalicia.ó  
Ello no implicaba de manera alguna que la primera opci n tendr a efectosó í  
indemnizatorios  y  no  as  la  segunda.  Ambas  modalidades  tendr an  finesí í  
resarcitorios. 
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En  t rminos  de  costos  generales  para  el  Estado,  este  tipo  deé  

indemnizaciones ha significado, a diciembre de 2019, en concepto de: a) 
Pensiones: la suma de $247.751.547.837.- como parte de las asignadas por 
la Ley 19.123 (Comisi n Rettig) y de $648.871.782.936.- como parte de lasó  
asignadas  por  la  Ley  19.992  (Comisi n  Valech);  b)  Bonos:  la  suma  deó  
$41.910.643.367-  asignada  por  la  Ley  19.980  (Comisi n  Rettig)  y  deó  
$23.388.490.737.-  por  la  ya  referida  Ley  19.992;  c)  Desahucio  (Bono 
compensatorio): la suma de $1.464.702.888.- asignada Ley N  19.123, y; d)°  
Bono  Extraordinario  (Ley  20.874):  la  suma  de  $23.388.490.737.-, 
concluyendo que a diciembre de 2019, el Fisco hab a desembolsado la sumaí  
total de $992.084.910.400.-

Manifiesta que,  desde una perspectiva indemnizatoria,  una pensi nó  
mensual es tambi n una forma de reparar un perjuicio actual y, aunque ellaé  
comporte una sucesi n de pagos por la vida del beneficiario, ello no obsta aó  
que pueda valorizarse para poder saber cu l fue su impacto compensatorio. á

Indica que el c lculo de los efectos indemnizatorios de una pensi ná ó  
vitalicia puede realizarse simplemente sumando las cantidades pagadas a la 
fecha, como asimismo las mensualidades que todav a quedan por pagar. í

Agrega que como puede apreciarse, el impacto indemnizatorio de este 
tipo de pensiones  es  bastante  alto.  Ellas  son,  como se  ha entendido de 
manera generalizada, una buena manera de concretar las medidas que la 
justicia  transicional  exige  en  estos  casos,  obteni ndose  de  ello,é  
compensaciones razonables que est n en coherencia con las fijadas por losá  
tribunales en casos de p rdidas culposas de familiares. é

Refiere luego, las reparaciones espec ficas de la Ley N  19.992 y susí °  
modificaciones.  Se ala que el  actor  ha recibido beneficios  pecuniarios  alñ  
amparo de las leyes N  19.234 y 19.992 y sus modificaciones. La segunda°  
de ellas estableci  una pensi n anual de reparaci n y otorg  otros beneficiosó ó ó ó  
a favor de las personas afectadas por violaciones a los derechos humanos 
individualizados en el anexo Listado de prisioneros pol ticos y torturados“ í ” 
de la N mina de Personas Reconocidas como V ctimas. As , se estableció í í ó 
una pensi n anual reajustable de $1.353.798.- para beneficiarios menores deó  
70 a os; de $1.480.284.- para beneficiarios de 70 o m s a os de edad y deñ á ñ  
$1.549.422.-  para  beneficiarios  mayores  de  75  a os  de  edad.ñ  
Adicionalmente,  el  actor  recibi  en  forma  reciente  el  Aporte  nico  deó Ú  
Reparaci n Ley N  20.874, por $1.000.000.-ó °

Acto  seguido,  alude  a  las  reparaciones  mediante  la  asignaci n  deó  
derechos sobre prestaciones estatales espec ficas.  Manifiesta que tal  comoí  
sucede en la mayor a de los procesos de justicia transicional, la reparaci ní ó  
se  realiza  no  s lo  mediante  transferencias  monetarias  directas,  sino  queó  
tambi n a trav s de la concesi n de diversos derechos a prestaciones.é é ó

Hace ver  que  se  concedi  a  los  beneficiarios  tanto de la  Ley Nó ° 
19.234  como  de  la  Ley  N  19.992,  el  derecho  a  gratuidad  en  las°  
prestaciones m dicas otorgadas por el Programa de Reparaci n y Atenci né ó ó  
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Integral de Salud (PRAIS) en Servicios de Salud del Pa s. Indica que paraí  
acceder a estos servicios la persona debe concurrir al hospital o consultorio 
de salud correspondiente a su domicilio e inscribirse en la correspondiente 
oficina del PRAIS. 

Expresa que adem s del acceso gratuito a las prestaciones de la redá  
asistencial,  PRAIS  cuenta  con  un  equipo  de  salud  especializado  y 
multidisciplinario,  con  atenci n  exclusiva  a  beneficiarios  del  programa.ó  
Adicionalmente, detalla otros tipos de beneficios a los beneficiarios y sus 
familias, en particular en el mbito educacional. á

Luego,  expresa  que,  dentro  de  las  reparaciones  simb licas,  esó  
importante que, en los procesos de justicia transicional, que la reparaci n deó  
los  da os  morales  causados  a  las  v ctimas  de violaciones  a los  derechosñ í  
humanos se realice mediante actos positivos de reconocimiento y recuerdo 
de los hechos que dieron lugar a aquellas violaciones, no a trav s de dineroé  
sino mediante una reparaci n del dolor y tristeza producidos. Evidencia queó  
parte de ello fue la construcci n del Memorial del Cementerio General enó  
Santiago del a o 1993, el establecimiento mediante el Decreto N  121, deñ °  
2006, del D a Nacional del Detenido Desaparecido, construcci n del Museoí ó  
de la Memoria y los Derechos Humanos, entre otros. 

Bajo el subt tulo identidad de causa entre lo que se pide en estosí “  
autos y las reparaciones realizadas , sostiene que tanto la indemnizaci n que” ó  
se  solicita  en  autos  como  el  c mulo  de  reparaciones  antes  indicadasú  
pretenden compensar los mismos da os ocasionados por los mismos hechos,ñ  
de manera que no procede repararlos nuevamente. Cita jurisprudencia de la 
Excma. Corte Suprema en apoyo de sus argumentos. 

Indica  que  rganos  internacionales  de  tanta  importancia  como  laó  
Corte Interamericana de Justicia han valorado positivamente la pol tica deí  
reparaci n de violaciones de Derechos Humanos desarrollada por Chile, aó  
tal punto que han denegado otro tipo de reparaci n pecuniaria luego deó  
tomar en consideraci n los montos ya pagados por el Estado por conceptosó  
de pensiones, beneficios y prestaciones p blicas.ú

Reclama que dar lugar nuevamente a demandas de indemnizaci n deó  
perjuicios, genera inevitablemente un acceso desigual a la justicia y a las 
reparaciones  generando  el  efecto  de  debilitar  la  decisi n  pol tica  yó í  
administrativa de la reparaci n. ó

Concluye que estando la acci n interpuesta de autos basada en losó  
mismos  hechos  y  pretendiendo  indemnizar  los  mismos  da os  que  hanñ  
inspirado el c mulo de acciones reparatorias que enunci  anteriormente, yú ó  
de acuerdo a los documentos oficiales que seg n dice acompa ar  a losú ñ á  
autos,  opone  la  excepci n  de  reparaci n  integral  por  haber  sido  yaó ó  
indemnizados los demandantes. 

Acto seguido y en forma subsidiaria, alega la prescripci n extintiva deó  
la acci n de conformidad a los art culos 2332 y 2497 del  C digo Civil.ó í ó  
Hace  ver  que  conforme  a  los  relatos  efectuados  por  cada  uno  de  los 
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demandantes, entendiendo suspendida la prescripci n durante el periodo deó  
dictadura militar, por la imposibilidad de la propia parte demandante de 
ejercer las acciones legales correspondientes ante los tribunales de justicia, 
hasta la  restauraci n de la  democracia,  a la  fecha de notificaci n de laó ó  
demanda, ha transcurrido en exceso el  plazo de 4 a os de prescripci nñ ó  
extintiva que establece el  citado art culo 2332. Luego, en subsidio de loí  
anterior, opone excepci n de prescripci n de 5 a os de conformidad a losó ó ñ  
art culos 2514 y 2515 del C digo Civil.  í ó

Ahondando en los argumentos que sostienen la prescripci n invocada,ó  
sostiene  que  la  imprescriptibilidad  de  las  acciones  es  excepcional, 
requiriendo siempre una declaraci n expl cita, la que en este caso no existe.ó í  
A ade que las normas de prescripci n se aplican a favor y en contra delñ ó  
Estado.  Cita  jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  en  apoyo  de  sus 
alegaciones. 

Por otro lado, expone que los tratados internacionales invocados por 
la parte actora, no contienen norma alguna que declare imprescriptible la 
responsabilidad civil, sino nicamente se refieren a la responsabilidad penal,ú  
citando jurisprudencia en este sentido. 

Finalmente,  postula  que  no  existiendo  una  norma  especial  que 
determine qu  plazo de prescripci n debe aplicarse en estos casos,  debeé ó  
recurrirse al derecho com n, esto es, el art culo 2332 del C digo Civil, y, enú í ó  
subsidio,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  5  a osó ó ñ  
contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2515, en relaci ní ó  
con el art culo 2.514 del C digo Civil. í ó

En ltimo t rmino,  se refiere  al  da o e indemnizaci n  reclamada,ú é ñ ó  
manifestando que el  monto pretendido es excesivo, y que trat ndose delá  
da o puramente moral, la finalidad reparatoria no es alcanzable, as  comoñ í  
tampoco resulta posible poner a la v ctima en el lugar en que se encontrabaí  
antes de producirse el da o. Explica que la indemnizaci n del da o moralñ ó ñ  
solo  sirve  para  otorgar  a  la  v ctima  satisfacci n,  ayuda  o  auxilio  paraí ó  
atenuar o morigerarlo, y que en todo caso, deben considerarse los montos 
promedios fijados por los tribunales, lo que han actuado con prudencia.

En  subsidio  de  las  excepciones  anteriores,  de  reparaci n  yó  
prescripci n, solicita que la regulaci n del da o moral considere los pagosó ó ñ  
ya recibidos del Estado y guardar armon a con los montos establecidos porí  
los Tribunales. Sostiene que se debe considerar todos los pagos recibidos por 
los actores a trav s de los a os conforme a las leyes de reparaci n (Leyesé ñ ó  
19.123, 19.234, 19.992, sus modificaciones y dem s normas pertinentes), yá  
que seguir  percibiendo a t tulo de pensi n, y tambi n los beneficios extraá í ó é  
patrimoniales  que  estos  cuerpos  legales  contemplan,  pues  todos  ellos 
tuvieron por objeto reparar el da o moral. Indica que de no acceder a estañ  
petici n subsidiaria implicar a un doble pago por un mismo hecho, lo cualó í  
contrar a los principios jur dicos b sicos del derecho en orden a que no esí í á  
jur dicamente procedente que un da o sea indemnizado dos veces.í ñ
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Mediante presentaci n de fecha 3 de abril de 2024 a folio 12, la parteó  

demandante evacu  el tr mite de r plica, reiterando todos los fundamentosó á é  
de hecho y de derecho expuestos en la demanda.

En cuanto a la alegaci n que hace el demandado consistente en laó “  
excepci n  de  reparaci n  integral  y  de  haber  sido  los  actores  yaó ó  
indemnizados , luego de rese ar lo expuesto en la contestaci n, sostiene que” ñ ó  
existe una serie de jurisprudencia emanada de nuestros tribunales superiores 
de  justicia  que  establecen  la  compatibilidad  y  procedencia  de  la 
indemnizaci n por violaciones a los derechos humanos; as  la Excma. Corteó í  
Suprema ha se alado que la situaci n debe interpretarse a la luz de lasñ ó  
recomendaciones  hechas  por  la  Comisi n  Nacional  de  Verdad  yó  
Reconciliaci n, en virtud de la cual, se adoptaron una serie de medidas deó  
justicia y reparaci n hacia las v ctimas de violencia pol tica en el periodoó í í  
hist rico que va desde el a o 1973 al a o 1990, bajo el entendido que fue eló ñ ñ  
Estado de Chile  el  responsable.  Dicha Comisi n junto con establecer  eló  
panorama general  de  las  violaciones  a  los  derechos  humanos,  as  comoí  
identificar a la mayor a de las personas v ctimas de estas violaciones, realizí í ó 
recomendaciones  para  la  reparaci n  y  reivindicaci n  de  las  v ctimas,ó ó í  
reparaci n  simb lica  y  prestaciones  sociales  de  bienestar.  Estasó ó  
recomendaciones se tradujeron en la dictaci n de la Ley N 19.123 y otrasó °  
posteriores que vinieron ampliar dichos beneficios, como la ley 19.992. En 
ese  orden  de  ideas  el  art culo  24  de  la  Ley  N  19.123  establece  laí °  
compatibilidad de los beneficios con otras pensiones. 

Agrega  que  un  sistema  de  pensiones  asistenciales  no  contempla 
incompatibilidad con las indemnizaciones solicitadas por los demandantes, 
desde que  las primeras no reparan todo da o moral inferido a las v ctimasñ í  
de atentados a los derechos humanos, ya que se trata de formas distintas de 
reparaci n,  asumidas voluntariamente por el  Estado, presupuesto que noó  
importa  la  renuncia  de  una  de las  partes  o  la  prohibici n  para  que eló  
sistema jurisdiccional declare su procedencia, por los medios que autoriza la 
ley.

Estima que una interpretaci n contraria implicar a impedir el accesoó í  
a la acci n, una violaci n al principio de reparaci n integral y, en definitiva,ó ó ó  
una restricci n al ejercicio del derecho fundamental, lo que es contrario a laó  
normativa internacional. 

En  cuanto  a  la  prescripci n  extintiva,  reitera  que  laó  
imprescriptibilidad  de  las  acciones  indemnizatorias  sobre  violaciones  de 
Derechos  Humanos  por  parte  de  agentes  del  Estado  se  encuentra 
actualmente  reconocida  por  una  extensa  jurisprudencia  que  ha  venido 
justamente  a  declarar  la  improcedencia  de  la  excepci n  opuesta  por  laó  
demandada, citando abundante jurisprudencia. 

Insiste  que  en  el  caso  de  autos  estamos  en  presencia  de  un  tipo 
especial de il cito, de un crimen de lesa humanidad, por lo que no se trataí  
de una acci n ordinaria patrimonial, sino de una de contenido humanitario.ó
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Por ltimo, se refiere a las defensas de la demandada relacionada conú  

la  naturaleza  de  la  indemnizaci n  solicitada  y  montos  pretendidos,ó  
indicando  nuevamente  que  el  da o  moral  ha  de  entenderse  la  lesi nñ ó  
inmaterial o agravio inferido por un sujeto al derecho subjetivo inherente a 
la persona de otro sujeto; y que, en relaci n a la prueba, existe consensoó  
que el mismo no requiere prueba.

Con  respecto  al  deber  de  responder  por  los  da os  irrogados  porñ  
vulneraci n de los derechos fundamentales, en el mbito internacional laó á  
Convenci n  Interamericana  de  Derechos  Humanos,  en  su  art culo  63.1ó í  
dispone que: Cuando decida que hubo violaci n de un derecho o libertad“ ó  
protegidos por esta Convenci n dispondr  que se garantice al lesionado enó á  
el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondr , asimismo, si elloá  
fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situaci nó  
que ha configurado la vulneraci n de esos derechos y el pago de una justaó  
indemnizaci n a la parte lesionada ,  y que en el  caso de autos  han deó ”  
considerarse los da os f sicos, psicol gicos y al proyecto de vida de cada unoñ í ó  
de los actores.

En relaci n con el monto de las pretensiones de los actores, reitera loó  
ya  expresado  anteriormente,  agregando  que  la  compatibilidad  de  los 
beneficios estatales recibidos con las indemnizaciones solicitadas se ver aní  
afectadas si se consideran los montos ya pagados.

Con fecha 15 de abril de 2024 a folio 14, la parte demandada evacuó 
la  d plica,  reiterando  todas  las  alegaciones  expuestas  en  su  escrito  deú  
contestaci n de demanda. ó

A ade respecto de la excepci n de reparaci n integral- que el Estadoñ – ó ó  
de Chile adopt  una pol tica integral de reparaci n tanto en dinero comoó í ó  
en  beneficios  de  salud,  construcci n  de  memoriales,  etc.  y  por  eso  seó  
denomina integral, debiendo considerarse que el alto gasto para el Estado y 
la sociedad en su conjunto, refleja claramente que se persigui  reparar eló  
da o  moral.  Por  otra  parte,  tampoco  puede  ser  considerada  unañ  
indemnizaci n  fijada  unilateralmente,  pues  desde  el  momento  que  eló  
demandante  acept  esta  pensi n  de  reparaci n,  acept  el  monto  yó ó ó ó  
condiciones,  no  pudiendo  ahora  desconocer  los  efectos  que  le  pensi nó  
otorgada por la Ley N  19.992 tiene por finalidad reparar el da o moral.° ñ

En lo concerniente a la prescripci n hace presente que durante m só á  
de 10 a os la Corte Suprema consider  que la acci n prescrib a conforme añ ó ó í  
lo dispuesto en el art culo 2330 del C digo Civil, en 4 a os, reiterando lasí ó ñ  
sentencias invocadas en la contestaci n. ó

Por resoluci n de 17 de abril de 2024, a folio 15, se recibi  la causa aó ó  
prueba por el t rmino legal, rindiendo la que consta en autos. é

Con fecha 12 de diciembre de 2024, a folio 36, se cit  a las partes aó  
o r sentencia. í

CONSIDERANDO: 
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PRIMERO:  Que  en  estos  autos,  don  Fernando  Ismael  Fuentes 

Ram rez, don Samuel Antillanca Pustela y don Juan Manuel Mascare aí ñ  
Castillo,  debidamente representados, deducen demanda de indemnizaci nó  
de perjuicios en contra del Fisco de Chile, representado por el Presidente 
del Consejo de Defensa del Estado, don Juan Antonio Peribonio Poduje, 
todos ya individualizados, a fin de que sea condendo al pago de la suma de 
$150.000.000.- (ciento cincuenta millones de pesos) para cada uno de ellos, 
por los da os morales sufridos a consecuencia de los hechos de los  queñ  
fueron v ctimas, ocurridos luego del golpe militar del a o 1973, los que seí ñ  
rese aron en lo expositivo de la sentencia. ñ

SEGUNDO: Que por su parte el demandado Fisco Chile contest  yó  
duplic  la demanda de autos, solicitando en definitiva el rechazo de ella enó  
todas sus partes, oponiendo las excepciones de reparaci n integral y la deó  
improcedencia  de  la  indemnizaci n  por haber  sido ya indemnizados  losó  
demandantes. Seguidamente, alega la prescripci n extintiva de la acci n poró ó  
haber transcurrido en exceso el plazo de 4 a os contemplado en el art culoñ í  
2332 del C digo Civil cuya aplicaci n estima procedente, y en subsidio, laó ó  
prescripci n extintiva ordinaria de 5 a os, objetando, en subsidio de todo loó ñ  
anterior, el monto indemnizatorio exigido por los actores a t tulo de da oí ñ  
moral,  solicitando que en la regulaci n de ste se consideren los  pagos,ó é  
pensiones e indemnizaciones que han recibido los demandantes.  

TERCERO: Que la presente controversia radica en determinar si en 
la  especie  concurren  los  requisitos  de  la  responsabilidad  patrimonial  del 
Estado y, en consecuencia, si el Fisco se encuentra obligado a indemnizar el 
da o moral reclamado por los actores, fundado en las detenciones, privaci nñ ó  
de libertad y torturas que experimentaron cada uno de los demandantes en 
el contexto pol tico del r gimen militar de 1973; y, adem s, los da os yí é á ñ  
consecuencias que derivaron para los actores. 

CUARTO:  Que la responsabilidad civil tiene por finalidad reparar 
econ micamente a la v ctima o con mayor precisi n, compensar el da oó í ó ñ  
sufrido por sta como consecuencia de un hecho il cito. En este sentido, loé í  
que se busca es proporcionar a la v ctima una cantidad de dinero que leí  
permita sobrellevar de mejor manera el da o sufrido, mediante el goce yñ  
disfrute de otras cosas, atendido el car cter transaccional de ste. En raz ná é ó  
de  ello,  se  dice  que  la  indemnizaci n  monetaria  no  es  una  genuinaó  
reparaci n, pues no hace desaparecer el da o ni mucho menos el hechoó ñ  
generador de ste, sino que m s bien, otorga los medios econ micos a laé á ó  
v ctima para que sta encuentre satisfacci n en la adquisici n de bienes oí é ó ó  
servicios.

QUINTO: Que, en lo concerniente a la responsabilidad del Estado y 
sus rganos, el principio general expresado anteriormente se ha concretizadoó  
bajo  la  instituci n  de  la  falta  de  servicio,  criterio  general  de  atribuci nó ó  
equivalente a la culpa o negligencia que funda la reparaci n de los da osó ñ  
extracontractuales. De aqu  que la doctrina y jurisprudencia, estimen que laí  
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responsabilidad  civil  o  patrimonial  de  los  rganos  p blicos  puede  seró ú  
perseguida,  ya  sea  de  acuerdo  a  las  normas  de  derecho  p blicoú  
(Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  Ley  de  Bases  Generales  de  laó í ú  
Administraci n del Estado, etc.), como a partir de la normativa de derechoó  
privado (art culos 2314 y siguientes del C digo Civil).í ó

SEXTO:  Que en este sentido si bien en la actualidad, es un lugar 
com n hablar de la unidad de responsabilidades p blicas y privadas a fin deú ú  
garantizar reglas y principios equitativos para los particulares que buscan la 
reparaci n de sus  da os ocasionados por el  Estado,  ello no conlleva unó ñ  
desconocimiento de las peculiaridades de las relaciones de derecho p blicoú  
(administrativa, legislativa y judicial),  en particular, respecto del  complejo 
contenido y finalidad que el rgano estatal persigue con cada una de susó  
actuaciones.

S PTIMO:  É Que sin perjuicio  de lo anterior,  la  acci n civil  aquó í 
deducida en contra del Fisco, tendiente a obtener la reparaci n ntegra deó í  
los perjuicios que han sido ocasionados a los actores, encuentra tambi n sué  
fundamento en los  principios  generales  del  Derecho Internacional de los 
Derechos  Humanos  y  su  consagraci n  normativa  en  los  tratadosó  
internacionales ratificados por Chile, los cuales obligan al Estado chileno a 
reconocer y proteger este derecho a la reparaci n ntegra, en virtud de loó í  
dispuesto en el  inciso segundo del  art culo 5  y en el  art culo 6  de laí ° í °  
Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Los art culos 1.1 y 63.1 de la Convenci n Americana de Derechosí ó  
Humanos, consagran que la responsabilidad del Estado por esta clase de 
il citos queda sujeta a reglas de Derecho Internacional, las que no puedení  
ser  incumplidas  a  pretexto  de  hacer  primar  otros  preceptos  de  derecho 
interno, pues si se verifica un hecho il cito imputable a un Estado, surge deí  
inmediato la responsabilidad internacional de ste por la violaci n de unaé ó  
norma de esta ndole, con el consecuente deber de reparaci n y de hacerí ó  
cesar las consecuencias de la violaci n. ó

OCTAVO: Que estas normas de rango superior imponen un l mite yí  
un deber de actuaci n a los poderes p blicos, y en especial a los tribunalesó ú  
nacionales, en tanto stos no pueden interpretar los preceptos de derechoé  
interno de un modo tal que dejen sin aplicaci n las normas de derechoó  
internacional que consagran este derecho a la reparaci n, pues ello podr aó í  
comprometer la responsabilidad internacional del Estado de Chile.

NOVENO:  Que  a  fin  de  acreditar  lo  correspondiente,  la  parte 
demandante acompa  los siguientes documentos a la carpeta electr nica:ñó ó  
1.-  Copia  informe  DA O  TRANSGENERACIONAL:“ Ñ  
CONSECUENCIAS DE REPRESI N POL TICA EN EL CONO SUR.Ó Í ” 
Informe sobre impacto cl nico psicosocial producido por el efecto traum ticoí á  
del terrorismo de estado. Para Chile, Centro de Salud Mental y Derechos 
Humanos.  Cintras  2009;  2.-  Copia  de  SENTENCIA  CORTE 
INTERAMERICANA  DE  DERECHOS  HUMANOS  CIDH  2018, 
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caratulada rdenes Guerra y Otros V/S Chile. 29 de noviembre de 2018;Ó  
3.-  Copia informe Algunos da os a la salud mental . Documento Interno,“ ñ ”  
Programa de Salud Mental, elaborado por Vicar a de la Solidaridad delí  
Arzobispado de Santiago. 1980; 4.- Copia Informe: Algunos problemas de“  
salud mental detectados por el equipo psicol gico-psiquiatrico , Documentoó ”  
Interno,  elaborado  por  Vicar a  de  la  Solidaridad  del  Arzobispado  deí  
Santiago. 1978; 5.- Copia Informe: TORTURA, TRATOS CRUELES E“  
INHUMANOS EN 1980 Y SU IMPACTO EN LA SALUD MENTAL .”  
Vicar a  de  la  Solidaridad.  Arzobispado  de  Santiago.  1980;  í 6.-  Copia 
Informe Salud mental y violaciones a los Derechos Humanos . Equipo de“ ”  
Salud Vicar a de la Solidaridad. Arzobispado de Santiago. 1989; í 7.-  Copia 
de  Informe:  TRABAJO SOCIAL:  UNA EXPERIENCIA SOLIDARIA“  
EN  LA  PROMOCI N  Y  DEFENSA  DE  LOS  DERECHOSÓ  
HUMANOS .  Departamento  Jur dico  de  Vicar a  de  la  Solidaridad.” í í  
Arzobispado  de  Santiago.  1980;  8.-  Copia  Informe:  Efectos  f sicos  y“ í  
ps quicos  en  los  familiares  de  victimas  de  violaciones  a  los  Derechosí  
Humanos .  Instituto  Latinoamericano  de  Salud  Mental  y  Derechos”  
Humanos.  (ILAS  2018);  9.- Copia  Informe:  Consecuencias  de  la“  
desaparici n forzada sobre salud en familiares de Detenidos Desaparecidos .ó ”  
Fundaci n de Ayuda Social de las Iglesias Cristianas (FASIS 2003);  ó 10.- 
Copia  NORMA  T CNICA  PARA  ATENCI N  DE  SALUD  DEÉ Ó  
PERSONAS  AFECTADAS  POR  LA  REPRESI N  POL TICAÓ Í  
EJERCIDA POR EL ESTADO EN EL PERIODO 1973 -1990. Ministerio 
de Salud.  Subsecretar a  de Salud.  Departamento  de Salud Mental;  í 11.- 
Informe Final Comision Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura. 2004;ó í  
12.-  Copia simple de ESTUDIO DE SALUD MENTAL EN PRESOS“  
POLITICOS EN PERIODO DE TRANSICI N A LA DEMOCRACIAÓ ” 
realizado por el neuropsiquiatra Jacobo Riffo y la psic loga Viviane Frerautó  
del  equipo de  salud  mental  del  DITT y COPEDU,  Colecci n  Cintras,ó  
Santiago, 1991; 13.- Copia simple de estudio denominado SIGNIFICADO“  
PSICOSOCIAL  DE  LA  TORTURA,  ETICA  Y  REPARACI N ,Ó ”  
realizado por psic loga Elisa Neumann y el psiquiatra Rodrigo Erazo, deló  
equipo m dico psiqui trico de FASIC, Santiago, 1990;  é á 14.-  Copia simple 
del  estudio  denominado  LO  IGUAL  Y  LO  DISTINTO  EN  LOS“  
PROBLEMAS PSICOPATOLOGICOS LIGADOS A LA REPRESI NÓ  
POLITICA  realizado por el psiquiatra Mario Vidal del Centro de Salud”  
Mental  y  Derechos  Humanos.  CINTRAS,  Santiago.  1980;  15.- Copia 
simple del Informe denominado: TRAUMA POL TICO Y MEMORIA“ Í  
SOCIAL , realizado por psic logas Elizabeth Lira y Mar a Isabel Castillo,” ó í  
Instituto Latinoamericano de Salud Mental  y Derechos Humanos. (ILAS 
1993); 16.- Copia simple ponencia denominada  TORTURA Y TRAUMA”  
PSICOSOCIAL  realizado  por  el  psiquiatra  Carlos  Madariaga  para”  
Conferencia Internacional Consecuencias de las Tortura en la salud de la 
poblaci n  chilena  del  Centro  de  Salud  Mental  y  Derechos  Humanos.ó  
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CINTRAS,  Santiago.  2001;  17.- Copia  simple  estudio  denominado 
CONSECUENCIAS  PSICOSOCIALES  DE  LA  REPRESI N“ Ó  

POL TICA  realizado por  psic loga  Elizabeth  Lira,  SANTIAGO, 2004;Í ” ó  
18.- Copia simple de estudio denominado ASPECTOS PSICOSOCIALES“  
DE LA REPRESI N DURANTE LA DICTADURA , realizado por laÓ ”  
psic loga  Mar a  Teresa  Almarza,  en  monograf as  del  Centro  de  Saludó í í  
Mental  y  Derechos  Humanos.  CINTRAS,  Santiago.  1994;  19.- Copia 
simple  de  estudio  denominado  TORTURA Y  TRAUMA,  EL  VIEJO“  
DILEMA DE LAS TAXONOMIAS PSIQUIATRICAS , realizado por el”  
psiquiatra  Carlos  Madariaga,  Centro  de  Salud  Mental  y  Derechos 
Humanos.  CINTRAS,  Santiago.  2002;  20.-  Copia  simple  de  estudio 
DENOMINADO LAS  PEORES  CICATRICES  NO SIEMPRE  SON“  
FISICAS: LA TORTURA PSICOLOGICA  realizado por el Dr. Hern n” á  
Reyes divisi n asistencia Cruz Roja Internacional 2007; ó 21.- Copia simple 
del  CAPITULO III  DEL INFORME NACIONAL SOBRE PRISI N“ Ó  
POLITICA  Y  TORTURA  DENOMINADO  CONTEXTO  Santiago,”  
2004;  22.- Copia  simple  del  CAPITULO  V  DEL  INFORME“  
NACIONAL  SOBRE  PRISI N  POLITICA  Y  TORTURAÓ  
DENOMINADO  METODOS  DE  TORTURA  Santiago,  2004;  ” 23.- 
Copia  simple  del  CAPITULO  VIII  DEL  INFORME  NACIONAL“  
SOBRE  PRISI N  POLITICA  Y  TORTURA  DENOMINADOÓ  
CONSECUENCIAS DE LA PRISI N POLITICA Y LA TORTURAÓ ” 
Santiago, 2004;  24.- Copia de sentencia Iltma. Corte de Apelaciones de 
Santiago en causa Rol 2.591-2018, dictada con fecha 29 de mayo de 2018; 
25.- Copia de sentencia Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago en causa 
Rol 4.464-2006, dictada con fecha 16 de noviembre de 2006; 26.- Copia de 
sentencia Excma. Corte  Suprema en causa Rol  3.452-2006,  dictada con 
fecha 10 de mayo de 2007; 27.- Copia de sentencia Excma. Corte Suprema 
en causa Rol 11.767-2017, dictada con fecha 26 de abril  de 2017;  28.- 
Copia  de  sentencia  Excma.  Corte  Suprema  en  causa  Rol  19.301-2018, 
dictada  con  fecha  20  de  septiembre  de  2018;  29.- Copia  de  sentencia 
Excma. Corte Suprema en causa Rol 29.454-2018, dictada con fecha 24 de 
diciembre de 2018;  30.- Copia de sentencia  Excma. Corte Suprema en 
causa Rol 17.010- 2018, dictada con fecha 20 de septiembre de 2018; 31.- 
Copia de sentencia Excma. Corte Suprema  en causa Rol 19.069-2018, 
dictada  con  fecha  20  de  septiembre  de  2018;  32.- Copia  de  sentencia 
Excma. Corte Suprema en causa Rol 15.298 -2018, dictada con fecha 19 de 
diciembre de 2018;  33.- Copia de sentencia  Excma. Corte Suprema en 
causa  Rol  144.310-2022,  dictada  con  fecha  07  de  junio  de  2022;  34.- 
Informe  psicol gico  respecto  de  don  JUAN  MANUEL  MASCARE Aó Ñ  
CASTILLO, emitido y suscrito (FEA) por Psic loga Cl nica Carolina Pavezó í  
Soto, Mg en Psicoterapia Sist mica; é 35.- Copia de carpeta de antecedentes 
reunidos  por  la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Torturaó ó í  
correspondiente a don JUAN MANUEL MASCARE A CASTILLO, delÑ  
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registro del Instituto de Derechos Humanos (INDH);  36.- Certificado de 
nacimiento de don JUAN MANUEL MASCARE A CASTILLO, c dulaÑ é  
de  identidad  N  5.460.631-1;  ° 37.- Informe psicol gico  respecto  de  donó  
SAMUEL ANTILLANCA PUSTELA, c dula de identidad N  5.552.653-2,é °  
emitido y suscrito (FEA) por psic loga Cl nica Carolina Pavez Soto, Mg enó í  
Psicoterapia Sist mica; é 38.- Copia de carpeta de antecedentes reunidos por 
la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura correspondiente aó ó í  
don  SAMUEL  ANTILLANCA  PUSTELA,  cedula  de  identidad  N° 
5.552.653-2, del registro del Instituto de Derechos Humanos (INDH);  39.- 
Certificado de nacimiento de don SAMUEL ANTILLANCA PUSTELA, 
c dula de identidad N  5.552.653-2;  é ° 40.-  Informe psicol gico respecto deó  
don FERNANDO ISMAEL FUENTES RAMIREZ, c dula de identidadé  
N  7.062.539-3,  emitido y suscrito (FEA) por psic loga Cl nica Carolina° ó í  
Pavez  Soto,  Mg  en  Psicoterapia  Sist mica;  é 41.- Copia  de  carpeta  de 
antecedentes  reunidos por la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica yó ó í  
Tortura  correspondiente  a  don  FERNANDO  ISMAEL  FUENTES 
RAMIREZ, cedula de identidad N  7.062.539-3, del registro del Instituto°  
de  Derechos  Humanos  (INDH);  42.- Certificado  de  nacimiento  de 
FERNANDO ISMAEL FUENTES RAMIREZ,  c dula  de  identidad  Né ° 
7.062.539-3;  43.-  Copia  de  n mina  TOMO I  de  personas  reconocidasó  
como victimas por la comisi n sobre prisi n pol tica y tortura. (NOMINAó ó í  
VALECH I)  DE LAS SIGUIENTES PERSONAS: a)  Con el  N  9020,°  
TOMO I Informe Comisi n Sobre Prisi n Pol tica y Tortura. (NOMINAó ó í  
VALECH I) donde figura reconocimiento como v ctima don FERNANDOí  
ISMAEL FUENTES RAMIREZ, c dula de identidad N  7.062.539-3. b)é °  
Con el  N  1392,  TOMO I Informe Comisi n  Sobre  Prisi n  Pol tica  y° ó ó í  
Tortura.  (NOMINA  VALECH  I)  donde  figura  reconocimiento  como 
v ctima don SAMUEL ANTILLANCA PUSTELA, c dula de identidad Ní é ° 
5.552.653-2;  44.-  Copia  de n mina  TOMO II de personas  reconocidasó  
como victimas por la comisi n sobre prisi n pol tica y tortura. (NOMINAó ó í  
VALECH II) Con el N  939 TOMO II Informe Comisi n Sobre Prisi n° ó ó  
Pol tica y Tortura. (NOMINA VALECH I) donde figura reconocimientoí  
como v ctima de don JUAN MANUEL MASCARE A CASTILLO, c dulaí Ñ é  
de identidad N  5.460.631-1.°

D CIMO: É Que, de otro lado, a instancias de la parte demandada, se 
recepcion  a folio 17, oficio del Instituto de Previsi n Social, referido a laó ó  
informaci n sobre los beneficios reparatorios del Estado y los montos totalesó  
que -como beneficiario de las Leyes N 19.992 y 20.874 se han otorgado aº  
los  demandantes.  Este  consigna  que  don  FERNANDO  FUENTES 
RAMIREZ ha recibido la suma de $38.043.072.- por concepto de pensi nó  
Ley  19.992,  entre  febrero  de  2005  a  abril  de  2024,  la  cantidad  de 
$1.000.000.- por aporte nico Ley N  20.874, y $659.680.- por aguinaldos,ú °  
ascendiendo su pensi n actual a la suma de $264.898.-ó
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Don SAMUEL ANTILLANCA PUSTELAS ha recibido la suma de 

$38.492.268.- por concepto de pensi n Ley 19.992 entre febrero de 2005 aó  
abril de 2024, la cantidad de $1.000.000.- por aporte nico Ley N 20.874, yú °  
$659.680.-  por  aguinaldos,  ascendiendo  su pensi n  actual  a  la  suma deó  
$264.898.

Don  JUAN  MASCARE A  CASTILLO  ha  recibido  la  suma  deÑ  
$32.203.543.- por concepto de pensi n Ley 19.992 entre febrero de 2005 aó  
abril de 2022, la cantidad de $1.000.000.- por aporte nico Ley N  20.874,ú °  
y $562.653.- por aguinaldos, ascendiendo su pensi n actual a la suma deó  
$207.774.-

UND CIMO:  É Que, primeramente cabe asentar que la calidad de 
v ctima de violaci n a sus derechos humanos de los demandantes no ha sidoí ó  
controvertida  por el  Fisco,  sino que muy por el  contrario,  se  tiene  por 
acreditada  con  el  m rito  de  la  prueba  rese ada  precedentemente,  deé ñ  
conformidad a lo prescrito por los art culos 1700, 1702 y 1706 del C digoí ó  
Civil, en particular de la revisi n de la n mina de personas  reconocidaó ó  
como v ctimas por la Comisi n Nacional Sobre Prisi n Pol tica y Torturaí ó ó í  
(Valech I) en que la que don Fernando Ismael Fuentes Ramirez con el N° 
9020, don Samuel Antillanca Pustela aparece con el N  1392 y en informe°  
Valech II don Juan Manuel Mascare a Castillo con el n mero 5134.ñ ú

DUOD CIMO:  É Que en cuanto al presupuesto f ctico relativo a laá  
existencia de un hecho antijur dico, del m rito de las probanzas rese adasí é ñ  
en los motivos anteriores, de la informaci n contenida en estos instrumentos,ó  
consta don Juan Manuel Mascare a Castillo present  sus antecedentes anteñ ó  
la referida comisi n el 1 de marzo de 2010, indicando que era Presidenteó  
del Centro de Alumnos F sica UCV, del Consejo Gremial Liceo N 2 deí °  
Ni as Valpara so y Militante del PC y fue detenido 23 octubre de 1974, enñ í  
su lugar de estudio, por personal de la Marina, pasando por los recintos de 
retenci n Cuartel Silva Palma, C rcel P blica de Valpara so, siendo sujetoó á ú í  
de golpes, culatazos e intensos interrogatorios, dentro de otras vejaciones 
que relata, estando detenido hasta el 15 de noviembre de 1974, bajo fianza, 
con  firma  semanal  por  2  a  3  a os,  siendo  posteriormente  sobrese doñ í  
temporalmente.

Con  respecto  a  don  Samuel  Antillanca  Pustela,  este  present  susó  
antecedentes ante la referida comisi n el 12 de mayo de 2004, indicandoó  
que a la poca del golpe de estado era estudiante universitario, simpatizanteé  
del FER y fue detenido el 14 de agosto de 1974 en la v a p blica de laí ú  
comuna de  Osorno,  por  personal  de  Carabineros,  pasando por  diversos 
recintos  de  detenci n,  como  la  Primera  Comisar a,  Investigaciones  y  laó í  
C rcel, siendo sujeto de golpes de pies y manos, padeciendo producto deá  
esto de una sordera en el o do izquierdo, adem s de problemas sicol gicos,í á ó  
siendo liberado el 28 de septiembre de 1974, por lo que su detenci n seó  
extendi  por 1 mes y 14 d as, siendo condenado posteriormente con penaó í  
remitida.
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El demandante don Fernando Ismael Fuentes Ram rez, present  susí ó  

antecedentes  ante  la  referida  comisi n  el  11  de  mayo  de  2004,  siendoó  
t cnico montaje construcci n y militante del MIR y fue detenido el 19 deé ó  
enero  de  1985,  por  agentes  del  CNI  seg n  informe  de  Vicar a,  siendoú í  
capturado herido de gravedad, debido a una balacera en Quillota, pasando 
por diversos hospitales y centros de detenci n, siendo puesto a disposici nó ó  
de Tribunal Militar, condenado a presidio, siendo sujeto de diversos golpes, 
amenazas  de muerte  y  otras  vejaciones  que relata,  estando detenido un 
tiempo total de 6 a os, 7 meses y 9 d as, de los cuales 5 a os, 1 mes y 19ñ í ñ  
d as, fueron en el per odo de dictadura.í í

D CIMO TERCERO:  É Que las conductas descritas dan cuenta de 
la comisi n de actos ilegales y arbitrarios, que afectan lo m s esencial de losó á  
seres humanos, como la vida, la libertad y dignidad, y que por su extensi nó  
y alcance trascienden al propio individuo, afectando a la humanidad toda, y 
por  tanto  se  encuadran  en  el  concepto  de  delito  de  lesa  humanidad, 
calificaci n  que  adquiere  relevancia  jur dica  a  los  fines  de  las  defensasó í  
fiscales.

D CIMO CUARTO: É Que las conductas descritas dan cuenta de la 
comisi n de actos ilegales y arbitrarios, que afectan lo m s esencial de losó á  
seres  humanos,  como son la vida,  integridad f sica,  ps quica,  dignidad yí í  
libertad, los que por su extensi n y alcance trascienden al propio individuo,ó  
afectando a la humanidad toda, y por tanto se encuadran en el concepto de 
delito de lesa humanidad, calificaci n que adquiere relevancia jur dica a losó í  
fines de las defensas fiscales.

D CIMO  QUINTO:  É Que  en  la  especie  la  parte  demandante 
postula que tales detenciones ilegales y el haber sido sometidos a torturas y 
tratos vej torios, por diversos periodos de tiempo, les ocasionaron una serieá  
de  perjuicios,  da os  morales  y  emocionales,  que   aparecen  comoñ  
consecuencia natural y l gica de todo sus vivencias tortuosas, corroboradasó  
por los testigos que depusieron en esta causa, golpes y torturas, hechos que 
indudablemente  afectan  de  sobremanera  la  vida  de  cualquier  persona, 
provocando entre otras cosas, consecuencias considerables en el plano social, 
f sico  y  mental,  que  son  innegables,  circunstancias  que  ser n  analizadasí á  
respecto de cada uno de los actores en las consideraciones posteriores.  

D CIMO  SEXTO:É  Que  habi ndose  acreditado  la  existencia  delé  
hecho da oso que se reclama de conformidad a lo dispuesto en el art culoñ í  
1698 del C digo Civil, corresponde pronunciarse sobre las defensas de laó  
demandada.

D CIMO S PTIMO: É É Que en torno a la excepci n de ó prescripci nó  
extintiva de la acci n, incoada plateada por la demandada, huelga teneró  
presente que el hecho que motiva esta acci n, es de aquellos que la doctrinaó  
y tribunales superiores de justicia reconoce como graves cr menes de lesaí  
humanidad, tal y como lo establece los Convenios de Ginebra del a o 1949,ñ  
toda  vez  que  estos  hechos,  ocurrieron  en  un  contexto  de  excepci n  aó  
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nuestra  democracia,  per odo  en  que  se  vulneraron  de  manera  grave,í  
sistem tica y masivamente los derechos humanos de las personas oponentesá  
al  r gimen  de  entonces  o  a  simples  civiles  que  no  adher an  a  ning né í ú  
movimiento pol tico, con el nico fin posible de amedrentar al resto de laí ú  
poblaci n civil,  todo ello  cometido  por agentes  del  Estado o por  civilesó  
amparados por ste.é

D CIMO  OCTAVO:  É Que  cabe  precisar  que  la  acci nó  
indemnizatoria  que  se  deduce  se  encuentra  sustentada  en  las  torturas 
acreditadas que han sufrido los actores por el Estado Chileno con enorme 
poder de coerci n y uso de fuerza, vulnerando con aquello lo dispuesto enó  
el art culo 5.2 de la Convenci n Interamericana sobre Derechos Humanos,í ó  
norma ltima que establece que nadie debe ser sometido a torturas ni aú  
tratos  crueles  inhumanos  o  degradantes  que  as  si  bien  la  acci ní ó  
indemnizatoria  tiene  un  contenido  patrimonial  obedece  a  ndoleí  
humanitaria proveniente de los derechos de todos ser humano reconocidos 
en el tratado internacional indicado, que prima de acuerdo a las normas de 
derecho interno en espec fico al art culo 2497 del C digo Civil.í í ó

D CIMO  NOVENO:  É Que  por  otro  lado  sustenta  la  tesis  de 
inaplicabilidad  de  la  norma  del  C digo  Civil  antes  mencionada  por  eló  
art culo 2  de la Convenci n Interamericana sobre Derechos Humanos queí ° ó  
obliga  a  los  estados  parte  a  adoptar  con  arreglo  a  sus  procedimientos 
constitucionales  las  medidas  legislativas  o  de  otro  car cter  que  fueraná  
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades y el art culo 5  deí °  
la Constituci n Pol tica de la Rep blica que reconoce como limitaci n a laó í ú ó  
soberan a el respeto de los derecho esenciales que emana de la naturalezaí  
humana  y  la  obligaci n  del  mismo  de  promover  dichos  derechosó  
fundamentales.

VIG SIMO: É Que en efecto, ya la jurisprudencia se ha pronunciado 
en  el  sentido  que  la  presente  acci n  civil  deriva  justamente  de  hechosó  
tipificados como cr menes de lesa humanidad los cuales no prescriben, porí  
lo  que  resultar a  incoherente  entender  que  la  acci n  de  reparaci n  estí ó ó á 
sujeta a normas de prescripci n, puesto que ello atenta los principios deló  
Derecho Internacional que establecen la obligaci n permanente del Estadoó  
de reparar a las v ctimas de estos cr menes considerados de los m s atroces,í í á  
tal como se establece en el Pacto de Derechos Civiles y Pol ticos, de fechaí  
23  de  marzo  de  1976,  Parte  III,  art culo  9,  numerando  quinto,  y  laí  
Resoluci n  Aprobada  56/83  de  la  Asamblea  General  de  Las  Nacionesó  
Unidas, de fecha 28 de enero 2002, sobre Responsabilidad del Estado por 
hechos  internacionalmente  il citos,  en  especial  su  cap tulo  segundo;  yí í  
teniendo  presente  especialmente  que  ambas  acciones  se  sustentan  en  el 
mismo hecho il cito.í

VIG SIMO PRIMERO:  É Que, dado que los Derechos Humanos 
reconocidos en la Convenci n son inherentes al ser humano durante toda laó  
existencia de ste, no es posible sostener a juicio de esta sentenciadora queé  
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un Estado pretenda desconocer la reparaci n necesaria y obligatoria por eló  
mero  transcurso  de  ste,  ya  que  ello  significar a  desconocimiento  delé í  
Derecho Humano conculcado. 

VIG SIMO SEGUNDO:  É Que sustenta lo anterior el art culo 131í  
del Convenio de Ginebra que sostiene que ninguna parte contratante podrá 
exonerarse, ni exonerar a otra parte contratante, de las responsabilidades en 
que haya  incurrido  ella  misma u otra  parte  contratante  a  causa  de  las 
infracciones previstas en el art culo 130 en el que se incluye la tortura oí  
tratos inhumanos.

Por lo dem s, el que la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de losá ó  
cr menes de guerra y de lesa humanidad establezca en su art culo 4  laí í °  
imprescriptibilidad de la acci n penal  a los  cr menes mencionados en eló í  
art culo  1  entre  otros,  esto  es  los  de  lesa  humanidad  no  conllevaí  
necesariamente  la  exclusi n  de  la  imprescriptibilidad  de  la  acci n  civil,ó ó  
m xime  considerando  el  contexto  del  pre mbulo  de  la  convenci n  ená á ó  
an lisis, en especial aquellos de los p rrafos 3, 4, 6 y 7. á á

VIG SIMO TERCERO:  É Que de otro lado, debe tenerse presente 
que no nos encontramos frente a una acci n de indemnizaci n de perjuiciosó ó  
com n  que derive de relaciones contractuales o extracontractuales propias“ ú ”  

del  derecho interno,  sino  que como se  dijo,  nos  encontramos  ante  una 
acci n que se sustenta en situaciones de car cter humanitaria y que por loó á  
tanto debe sujetarse a normas y principios y las reglas internacionales que 
conforman el ius cogens, propias del Derecho Internacional; as  y de acogerí  
la tesis planteada por la demandada en este punto, resultar a una graveí  
infracci n  a  las  obligaciones  internacionales  que  ha  contra do  nuestroó í  
Estado, es as  que habiendo ratificado Chile la Convenci n de Viena ení ó  
1980, la que en su art culo 27 establece que un Estado no puede invocar suí  
propio derecho interno para eludir sus obligaciones internacionales, como 
por ejemplo -y como se ha venido se alando- la de reparaci n, norma, queñ ó  
por lo dem s, seg n nuestro ordenamiento interno tiene rango constitucionalá ú  
de acuerdo al art culo 5  de la Constituci n Pol tica del Estado, por lo queí º ó í  
contrariar la  norma mencionada, ser a incluso infringir  a nuestro propioí  
sistema jur dico.í

VIG SIMO CUARTO:  É Que por otra parte el art culo 2332 delí  
C digo Civil se ala que: ó ñ “las acciones que concede este t tulo por da o oí ñ  
dolo, prescriben en cuatro a os, contados desde la perpetraci n del actoñ ó ”; el 
art culo  2514  se ala  que:  í ñ “la  prescripci n  que  extingue  las  acciones  yó  
derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo, durante el cual no  
se  hayan  ejercido  dichas  acciones.  Se  cuenta  este  tiempo desde  que  la  
obligaci n se  haya hecho exigibleó ;  finalmente  el  art culo 2515 de igual” í  
cuerpo legal se ala que el tiempo es de 5 a os para las acciones ordinarias.ñ ñ

VIG SIMO  QUINTO:  É Que,  en  ese  contexto,  el  estatuto  del 
derecho privado chileno regula relaciones entre particulares, regidas por los 
principios de la autonom a de la voluntad y en plano de igualdad, cuesti ní ó  

Código: FPKKXTUZQSQ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-1603-2024
 

Foja: 1
inaplicable al caso sub lite, donde se busca regular y sancionar en el mbitoá  
de derecho p blico,  relaciones  verticales  del  Estado con los  particulares,ú  
determinando las responsabilidades que ste tenga por las afectaciones deé  
derechos por parte de sus agentes.

VIG SIMO  SEXTO:  É Que resulta  inconcuso  que  trat ndose  delá  
resarcimiento de las transgresiones a los Derechos Humanos, la fuente de 
responsabilidad civil o el estatuto aplicable, no puede encontrarse en nuestro 
C digo Civil, toda vez que las normas de regulaci n y protecci n de talesó ó ó  
derechos  son  posteriores  a  nuestra  codificaci n,  y  las  all  contenidas  noó í  
fueron concebidas por Bello para la soluci n de problemas contempor neos,ó á  
como el  de marras,  para los cu les ha devenido el desarrollo de nuevasá  
concepciones al amparo del Derecho Internacional, el que incorporado en 
virtud del art culo 5  de nuestra Constituci n Pol tica, resulta absolutamenteí º ó í  
vinculante y obligatorio.

VIG SIMO  S PTIMO:  É É Que  as ,  en  el  caso  í sub  lite,  las 
detenciones narradas con golpes y culatazos en diversas partes del cuerpo, 
as  como  otras  vejaciones  particulares  para  cada  actor  y  ya  descritasí  
anteriormente,  constituyen  -como  se  anuncio-  en  el  hecho  actividades 
ileg timas llevadas a cabo al margen de la juridicidad y constitucionalidad,í  
por  ende,  se  trata  de  cr menes  de  lesa  humanidad,  que  de  acuerdo  alí  
Derecho  Internacional  a  trav s  de  normas  de  é Ius  Cogens,  del  Derecho 
Consuetudinario  y  Derecho  Convencional  donde  se  ha  declarado  su 
imprescriptibilidad,  sin  distinci n  alguna  de  si  ello  alude  a  las  accionesó  
penales y civiles,  sin que pueda estimarse dicha omisi n como suficienteó  
para  interpretar  dicho  cuerpo  normativo  en  contra  de  sus  beneficiarios 
naturales, lo que no ser a sino contrariar su historia fidedigna.í

VIG SIMO  OCTAVO:  É Que,  en  efecto,  el  art culo  63.1  de  laí  
Convenci n Americana de Derechos Humanos establece que cuando hayaó  
violaci n de un derecho o libertad habr  derecho al  pago de una justaó á  
indemnizaci n a la parte lesionada, y el art culo 1.1 trata de las obligacionesó í  
de respeto y garant a por parte de los Estados partes de las disposicionesí  
contenidas  en  tal  pacto,  relativas  al  respeto  y  protecci n  de  derechosó  
fundamentales.

VIG SIMO  NOVENO:  É Que  as  no  resulta  posible  aplicar  lasí  
normas  del  C digo  Civil  y  declarar  prescritas  acciones  indemnizatoriasó  
ordinarias  emanadas  de  violaciones  a  derechos  fundamentales,  por  ser 
contrarias al  orden jur dico internacional,  que traducido en Convenios  yí  
Tratados y por clara disposici n constitucional, son vinculantes para Chile,ó  
como  ha  reconocido  y  declarado  abundante  jurisprudencia  de  nuestros 
Tribunales Superiores de Justicia, entre otros, en el homicidio de Fernando 
Vergara, los denominados caso Ligui a, Caravana de la Muerte -cap tuloñ í  
San Javier-,  Secuestro y Desaparici n de Dar o Miranda Godoy y Jorgeó í  
Solovera Gallardo y secuestro y desaparici n de Sergio Tormen M ndez.ó é
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TRIG SIMO: É Que los art culos 6 y 7 de la Constituci n Pol tica deí ó í  

la Rep blica establecen los principios de igualdad ante la ley de gobernantesú  
y  gobernados,  siendo  responsables  tanto  de  sus  acciones  como  de  sus 
omisiones, asimismo el art culo 4  de la Ley 18.575 sobre Bases Generalesí º  
de la Administraci n del Estado, se ala que ste ser  responsable por losó ñ é á  
da os que causen los rganos de la Administraci n en el ejercicio de susñ ó ó  
funciones,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  que  pudieren  afectar  al 
funcionario que los hubiere ocasionado, normas que en conjunto con los 
tratados internacionales vigentes en Chile, reafirman el deber de responder 
y resarcir los da os, normas que carecer an de toda validez y operatividadñ í  
de aplicarse las reglas y plazos del derecho com n a materias de tan altoú  
dolor  y  conocimiento  p blico,  como son  las  violaciones  a  los  Derechosú  
Humanos.

TRIG SIMO PRIMERO:  É Que, por lo se alado precedentemente,ñ  
esta sentenciadora estima que los c mputos de los plazos establecidos en losó  
art culos 2332 y 2515 no son aplicables en la especie, entran en directaí  
contradicci n  con  normas  internacionales,  normas  de  ó Ius  Cogens,  el 
Derecho Consuetudinario y el Derecho Constitucional, desechando as  laí  
prescripci n invocada por la demandada.ó

TRIG SIMO SEGUNDO:  É Que seguidamente, en lo tocante a la 
defensa  de  la  demandada  invocada  como  excepci n  de  ó “reparaci nó  
integral ,  cabe se alar que,  de acuerdo a la informaci n emitida por el” ñ ó  
Instituto  de  Previsi n  Social,  los  demandantes  han  recibido  beneficiosó  
pecuniarios  por parte  del  Estado por el  hecho de haber  sido calificados 
como v ctima de violaciones a los derechos humanos, percibiendo diferentesí  
sumas de dinero. 

Sobre este punto, huelga precisar al respecto que la Ley N  19.123,°  
que crea la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Conciliaci n, estableceó ó ó  
una pensi n de reparaci n y otorga otros beneficios en favor de las personasó ó  
que ah  se ala, dicho cuerpo legal ha establecido medios voluntarios a trav sí ñ é  
de los cuales el Estado Chileno ha intentado reparar los da os ocasionadosñ  
a las personas declaradas v ctimas de violaciones a los derechos humanos oí  
de  violencia  pol tica,  pero  sin  que  deba  entenderse  una  supuestaí  
incompatibilidad entre estos resarcimientos y aquellos que leg timamente yí  
por la v a jurisdiccional pretendan las v ctimas. í í

TRIG SIMO TERCERO:  É Que, en este sentido, el propio art culoí  
4  de la citada ley dispone que: ° “en caso alguno la Corporaci n podró á  
asumir funciones jurisdiccionales propias de los Tribunales de Justicia ni  
interferir  en  procesos  pendientes  ante  ellos.  No podr ,  en  consecuencia,á  
pronunciarse sobre la responsabilidad que, con arreglo a las leyes, pudiere  
caber a personas individuales , lo que deja de manifiesto el pleno resguardo”  
a la garant a constitucional de acudir a los tribunales de justicia cuando seí  
estime que existe un da o que no ha sido reparado ntegramente.ñ í
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En  consecuencia,  se  concluye  que  aun  cuando  los  actores  son 

beneficiarios,  las  mencionadas  leyes  en  parte  alguna  establecieron  una 
incompatibilidad entre los beneficios que otorga y las indemnizaciones de 
perjuicios establecidas en sede judicial. 

TRIG SIMO  CUARTO:  É Que asimismo,  los  medios  voluntarios 
asumidos por el Estado y fijados en la ley singularizada, en modo alguno 
importan una renuncia o prohibici n para que las v ctimas acudan a la sedeó í  
jurisdiccional a fin de que sta, por los medios que autoriza la ley, declare laé  
procedencia  de  una  reparaci n  por  da o  moral,  en  consecuencia,  losó ñ  
beneficios establecidos en las Leyes 19.123, 19.992 y 19.980 no resultan 
incompatibles con la reparaci n material del da o moral, cuya cuant a yó ñ í  
para el caso que sea procedente ser  determinada en este juicio.á

TRIG SIMO  QUINTO:  É Que,  en  consecuencia,  la  acci n  deó  
indemnizaci n  por  da o  moral  impetrada,  en  caso  alguno  resultaó ñ  
incompatible  con  los  beneficios  que  han  recibidos  los  demandantes,  a 
cualquier t tulo y en cualquier momento, de manera tal que se rechazar  laí á  
excepci n alegada de reparaci n satisfactiva.ó ó  

TRIG SIMO SEXTO:  É Que, as  las cosas, desechadas que fuerení  
las  defensas  fiscales,  y  establecida  la  existencia  del  il cito,  correspondeí  
abocarse a la determinaci n de los da os y la relaci n de causalidad.ó ñ ó

Que,  en  lo  pertinente,  la  parte  demandante  acompa  sendosñó  
informes psicol gicos, elaborados por do a Tatiana P vez, Psic loga cl nica,ó ñ á ó í  
Magister Psicoterapia familiar, de pareja e individual; los 3 describen que se 
realizaron Psico-evaluaciones en sesiones,  con entrevista  semiestructurada, 
criterios diagn sticos del Manual de Trastornos Mentales de la Asociaci nó ó  
Americana de Psiquiatr a y psicoterapia con enfoque sist mico, realizandoí é  
una descripci n de estos m todos. ó é

En el informe de don Juan Manuel Mascare a Castillo, en el ac piteñ á  
Resultados  la profesional tiene como resultado diagn stico que el paciente“ ” ó  

cumple  los  siguientes  criterios  diagn sticos,  para  Trastorno  de  Estr só é  
Postraum tico Cr nico y que la duraci n prolongada y alteraci n intensa deá ó ó ó  
la sintomatolog a causa malestar cl nicamente significativo en lo fisiol gico,í í ó  
cognitivo,  conductual  y  deterioro  en  lo  social,  laboral  y  otras  reasá  
importantes del funcionamiento del paciente.

Para los  otros  demandantes,  don Samuel  Antillanca Pustela  y don 
Fernando Ismael Fuentes Ram rez, se indican y repiten en estos informes aí  
excepci n de los datos personales y el relato de los hechos, que se puedeó  
determinar  para  ambos,  al  igual  que  para  el  demandante  Mascare añ  
Castillo,  que se cumplen criterios  diagn sticos,  para Trastorno de Estr só é  
Postraum tico Cr nico (TEPT).á ó

TRIG SIMO  S PTIMO:  É É Que,  sin  perjuicio  de  que  dichos 
documentos  no pueden ser valorados como peritajes,  ni  tampoco fueron 
ratificados en juicio por quien los elabor , sirven de base para elaborar poró  
medio del proceso de construcci n anal tica, sumados a hechos p blicos yó í ú  
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conocidos, analizados bajo las premisas de las m ximas de experiencia, seá  
puede presumir fundadamente que los actores presentan diversos s ntomasí  
de afectaci n sico socio emocional derivados de las detenciones y vej menesó á  
a que fueron sometidos, sumado a que no fueron controvertidos por la parte 
demandada.

As , los perjuicios sufridos por los actores, en su diversa magnitud,í  
aparecen como consecuencia natural y l gica de todo lo vivido, hechos queó  
indudablemente  afectan  de  sobremanera  la  vida  de  cualquier  persona, 
provocando entre otras cosas, trabas para la estabilidad emocional, familiar 
y social, circunstancias acreditadas por los antecedentes tenidos a la vista, en 
particular  los  informes  psicol gicos,  padecimientos  que  dan  cuenta  deló  
v nculo causal entre los hechos delictivos acreditados y el da o padecido. í ñ

En raz n de ello, no cabe sino dar lugar a la acci n indemnizatoriaó ó  
solicitada por los actores, aunque no por la suma pedida en la demanda.

En este aspecto 
TRIG SIMO  OCTAVO:É  Que,  reconociendo  desde  luego  las 

falencias que tiene una indemnizaci n en dinero para los hechos vivenciadosó  
por el actor, que solo por la v a de la compensaci n se pretende morigerarí ó  
en su esfera m s ntima los efectos y secuelas de los mismos, se tendr  ená í á  
consideraci n no s lo la situaci n especial de cada uno de los actores, asó ó ó í 
como tambi n las  indemnizaciones fijadas en otros  casos  de v ctimas deé í  
violaciones  a  los  Derechos  Humanos.  ,  baremo  que  conduce  a  la 
determinaci n de la suma que se dira para cada uno.ó

 Respecto de don Juan Manuel Mascare a Castilloñ , se considerará 
la  duraci n  de  la  privaci n  de  libertad  (23  d as),  los  golpes,  intensosó ó í  
interrogatorios  y condiciones  en que fue detenido,  as  como las  secuelasí  
sicol gicas que produjeron en el desarrollo de su vida y la p rdida de suó é  
fuente laboral, llevan a esta jueza a regular prudencialmente el quantum 
indemnizatorio en la suma de $10.000.000.- (siete millones de pesos), 

Respecto a don Samuel Antillanca Pustela, este fue detenido por 1 
mes y 14 d as aproximadamente, siendo sujeto de golpes de pies y manos,í  
teniendo  secuelas  f sicas  como  sordera  en  o do  izquierdo,  as  como  lasí í í  
psicol gicas propias por lo ocurrido, por lo que se fija la reparaci n en laó ó  
suma de $15.000.000.- (quince millones de pesos).

Finalmente,  don  Fernando  Ismael  Fuentes  Ram rezí  estuvo 
detenido cumpliendo pena respectiva, dentro del per odo de dictadura y porí  
disposici n  de  Tribunal  Militar-  cuya  legitimidad  no  ha  sido  aquó í 
impugnada  ni  debatida-,  por  poco  m s  de  5  a os,  siendo  golpeado,á ñ  
amenazado y torturado, luego con arraigo nacional, experimentando trabas 
sociales y laborales as  como el miedo permanente del agresor, antecedentesí  
que llevan a esta juez a regular prudencialmente su indemnizaci n en laó  
suma de $50.000.000.- (cincuenta millones de pesos).

Código: FPKKXTUZQSQ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-1603-2024
 

Foja: 1
TRIG SIMO NOVENO:É  Que, atendido el car cter declarativo delá  

proceso, la suma ordenada pagar devengar  intereses y reajustes, una vezá  
que se encuentre firme o ejecutoriada y hasta su pago efectivo.

CUADRAG SIMO:  É Que  atendido  el  m rito  de  lo  razonadoé  
anteriormente y el hecho que la demandada no controvirti  sustancialmenteó  
los hechos, cada parte pagar  sus costas. á

Por estas consideracines y lo dispuesto en los art culos 160, 170, 343,í  
346, 426, 428, 748 y siguientes del C digo de Procedimiento Civil; art culoó í  
48 del C digo Org nico de Tribunales; art culos 2332 y 2497 del C digoó á í ó  
Civil; Ley N  19.992, ley N  19.123; art culo 2.3 del Pacto Internacional de° ° í  
Derechos  Civiles  y  Pol ticos;  art culo  14.1  de  la  Convenci n  sobre  laí í ó  
Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes; art culosí  
1.1,  2  y  63.1  de  la  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos;  losó  
Principios 15, 18 y 20 de los Principios y directrices b sicos sobre el derechoá  
de las v ctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales deí  
derechos  humanos  y  de  violaciones  graves  del  derecho  internacional 
humanitario, se declara:

I.-  Que se  rechazan las excepciones de reparaci n del  da o y deó ñ  
prescripci n deducidas por la demandada; ó

II.- Que se acoge parcialmente la demanda de fecha 29 de enero de 
2024, debiendo el Fisco pagar a don Juan Manuel Mascare a Castillo lañ  
suma  de  $10.000.000.-,  a  don  Samuel  Antillanca  Pustela  la  suma  de 
$15.000.000.-   y  a  don  Fernando  Ismael  Fuentes  Ram rez,  la  suma deí  
$50.000.000.- por concepto de indemnizaci n de perjuicios por da o moral;ó ñ

III.-  Que  la  suma ordenada  pagar  devengar  reajustes  e  interesesá  
desde que el presente fallo quede ejecutoriado y hasta su pago efectivo.

IV.- Que cada parte pagar  sus costas. á
Reg strese, notif quese, cons ltese sino se apelare.í í ú

           
DICTADA  POR  DO A  ROC O  P REZ  GAMBOA,  JUEZAÑ Í É  
TITULAR. 
}

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  veintiocho de marzo de dos mil veinticinco
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